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ACTA N* 57 


RENDICIÓN DE CUENTAS Y BALANCE DE EJECUCIÓN PRESUPUESTAL 
EJERCICIO 2016 


Correspondiente a la reunión del día 12 de julio de 2017 


(Asiste el señor Ministro de Salud Pública y asesores) 
SEÑOR PRESIDENTE (Jorge Pozzi).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 35) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el agrado de recibir a la delegación del 
Ministerio de Salud Pública integrada por el señor ministro, doctor Jorge Basso; por la licenciada Lourdes 
Galván, adjunta al ministro; por el señor Humberto Roucco, director General de Secretaría; por el economista 
Juan Arturo Echevarría Ignatengo, presidente titular de la Junta Nacional de Salud, Junasa; por el doctor 
Gilberto Ríos, alterno de la Junta Nacional de Salud; por la doctora Raquel Rosa Salomón, subdirectora de la 
Dirección General de la Salud; por el contador Ramiro Bello, Gerente de RRHH; por la señora Adriana 
Brescia, directora General de Coordinación; por el señor Julio Martínez, adjunto a la Dirección General de 
Secretaría; y por la química Beatriz Luna, directora del Departamento de Medicamentos. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Es un gusto estar con ustedes para presentar un conjunto de 
artículos que el Ministerio trae a los efectos de su consideración. Todos estos artículos están alineados con los 
objetivos estratégicos que el Ministerio se ha planteado para el quinquenio, a efectos de dar cada vez más 
fortalezas al sector salud, en lo que tiene que ver con las funciones regulatorias, así como en cuanto a su 
participación en el proceso de mejoramiento de la reforma sanitaria en curso en nuestro país. 


Si tuviéramos que identificar cuáles son los bloques de temas a presentar, diríamos que, básicamente, hay 
tres. Hay una serie de artículos vinculado con el ordenamiento de la estructura del Ministerio de Salud 
Pública, a la luz de lo que ha sido la creación de la Dirección General de Coordinación, que vino a sustituir 
la Dirección General del Sistema Nacional Integrado de Salud existente previamente. Hay una vocación de 
reordenamiento de sus funciones, de los funcionarios que la conforman y, en particular, de responsabilizar a 
esta Dirección General de las direcciones departamentales de salud que, como ustedes conocen, son los 
referentes del Ministerio de Salud Pública en el territorio. A lo largo de este proceso, las direcciones 
generales de salud estaban vinculadas a la Digesa. Las funciones de esta Dirección General de Coordinación 
tienen que ver justamente con la articulación de la actuación del sector salud y la representación 
intersectorial en cuanto al desarrollo en el territorio; entendemos que corresponde trasladarle esas 
competencias a esta Dirección recientemente creada en la última modificación presupuestaria. 


En el artículo 157, que es el último, hay una referencia a las jefaturas de los residentes, que también, de 
alguna manera, ordenan, actualizan y viabilizan una función muy importante que tienen en el sistema de 
salud: la función de los residentes. Al respecto, se hacen algunas propuestas modificatorias de la ley para 
viabilizar en la práctica el funcionamiento de los mismos. Este sería el primer bloque de ordenamiento de los 
recursos, funcionarios y competencias en el Ministerio de Salud Pública. 


Hay otro bloque de artículos, que tiene que ver con la decisión del Ministerio de avanzar en la conformación 
de la autoridad nacional reguladora de medicamentos y afines. Es un tema estratégico que, de alguna manera, 
responde a realidades internacionales, promovidas por la Organización Panamericana de la Salud desde el 
2010, y que también tiene mucho que ver con el funcionamiento histórico de la rectoría en la cual, en un 
mismo organismo, la Dirección General de Salud -desde el año 1934, es decir, desde la creación del marco 
que rige las funciones del Ministerio de Salud Pública-, estaban tanto los servicios como los productos. 


Reitero: hay una tendencia promovida por organismos internacionales que establece la conveniencia de la 
separación de servicios y productos, dándole, sobre todo en el caso de los medicamentos, el carácter de 
autoridad regulatoria, que tiene especial importancia en nuestro país, en la medida en que hay una pujante y 
creciente industria del medicamento. A los efectos de su exportación, requiere -porque así lo establece la 
forma en que se comercializa en el mundo- que exista una autoridad regulatoria reconocida por la 
Organización Panamericana de la Salud que habilita su comercialización. 


Finalmente, otro bloque de artículos tiene que ver con un tema que para nosotros es muy importante en el 
marco de seguir profundizando la reforma sanitaria: facultar a cualquier ciudadano que viva en nuestro 
territorio, a que, frente a una situación de urgencia y emergencia, pueda acudir a cualquier prestador del 
Sistema Nacional Integrado de Salud cuando esté fuera del área de cobertura de la institución a la cual está 
afiliado. Este es un tema de especial importancia para la ciudadanía. Como ustedes saben, no puede haber 
omisiones de asistencia si hay un elemento que pone en riesgo la salud de una persona; ninguna institución 
puede negarse a atenderla. Sin perjuicio de ello, cuando no se trata de circunstancias de este carácter, es 
decir, si no está en tela de juicio la vida de una persona, entramos en la categoría de urgencias. Entonces, si la 
institución de origen a la cual el ciudadano está afiliado como usuario no tiene un convenio explícito con el 
prestador que se encuentra circunstancialmente cerca, no está cubierto, y tiene que tomar algunas decisiones 
que, en muchos casos, pasa por generar traslados, costos, incertidumbres. Creemos que la profundización de 
la integración del sistema es una medida particularmente importante para la ciudadanía. 


De manera que estamos presentando este bloque de artículos que nos parece muy importante poner a 
consideración de la Comisión, en la modalidad que entienda conveniente, ya sea uno por uno o en bloque. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece conveniente presentar este bloque, artículo por artículo, y una vez que 
finalice abrimos la ronda de preguntas para los colegas que deseen. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Entonces, voy a comenzar con el artículo139. Su aspecto 
medular sustituye el artículo 451 de la Ley N*19.355, referido a las competencias de la Dirección General de 
Coordinación, en el cual el literal D) incorpora la supervisión de las direcciones departamentales de salud. 
Reitero, de acuerdo con la ley anterior, las direcciones departamentales dependían de la Dirección General de 
Salud. La experiencia ha demostrado que las funciones de los directores departamentales de salud han sido 
trascendentes en el territorio -los señores diputados del interior lo conocen-, y es un punto focal para 
interactuar con el Ministerio, a fin de resolver en el territorio los problemas propios de las funciones 
esenciales de salud pública. Estamos haciendo referencia, entre otros temas, a la vigilancia epidemiológica; a 
la vigilancia sanitaria; en los veranos, en las primaveras y en los otoños, a toda la problemática vinculada a la 
prevención de las arbovirosis, a través del combate al Aedes Aegypti, y durante el resto del año a la vigilancia 
sanitaria de todos los eventos que se dan en el territorio. 


Particularmente, ha venido creciendo su involucramiento en lo que tiene que ver con la articulación de los 
prestadores, con el estímulo de los convenios de complementación entre las distintas instituciones en el 
territorio, con ir resolviendo las distintas contingencias que se dan en cada uno de los departamentos y de 
estas direcciones departamentales, con las cuales nos reunimos todos los meses a los efectos de la evaluación 
de su funcionamiento y de la identificación de sus principales planes de acción. Entendemos que su 
vinculación más natural es con la Dirección General de Coordinación porque, entre sus competencias, 
precisamente, está la que tiene que ver con la mejor articulación de las distintas áreas del Ministerio de Salud 
Pública, pero también con la interacción con el resto de los sectores, básicamente en materia de políticas 
sociales, en los cuales los directores departamentales son fuertes articuladores y fuertes referentes a los 
efectos del mayor desarrollo de la eficacia y eficiencia de su función en el territorio. 


El artículo 140 transfiere no solamente las competencias, sino aquellos recursos materiales y financieros 
afectados a su gestión y los cargos de directores departamentales de salud a esta unidad ejecutora Dirección 
General de Coordinación. 


El artículo 141 reasigna en el Inciso 12, Ministerio de Salud Pública, los créditos presupuestales en las 
unidades ejecutoras, programas y proyectos, según el detalle que aparece. Los créditos presupuestales que 
figuran allí fueron asignados oportunamente ante una estructura de funcionamiento diferente a la actual y, 
tomando en cuenta las actividades y cometidos planteados, para cada una de las unidades ejecutoras resulta 
imprescindible que los recursos pertinentes reflejen dichas actividades. Asimismo, y solo a vía de ejemplo, 


las modificaciones planteadas a la estructura de la Dirección General de Coordinación determinan la 
necesidad de reasignar los presupuestos correspondientes. 


El artículo 142 es para nosotros importante. Tiene que ver con que entendemos necesario avanzar en este 
artículo a los efectos de resolver algunas circunstancias que con el correr del tiempo se fueron dando y que, a 
la luz de las modificaciones estructurales de la organización, deben generarse las distribuciones y 
reasignaciones correspondientes desde el punto de vista presupuestal. 


Para ser más claros, si nos remontamos a la Ley de Presupuesto Nacional N* 18.719, de 27 de diciembre de 
2010, su artículo 573 creó la unidad ejecutora Dirección General del Sistema Nacional Integrado de Salud y 
la conformó con personal tanto proveniente de la Dirección General de Secretaría como de la Dirección 
General de Salud sin haberse regularizado la situación de los funcionarios en dichas unidades. 


Posteriormente, la Ley de Presupuesto Nacional N* 19,355, de 19 de diciembre de 2015, suprimió la referida 
unidad reasignando, entre otros, los recursos humanos a la unidad ejecutora Junta Nacional de Salud -tal cual 
se consignó anteriormente-, pero sin haber solucionado la efectiva incorporación presupuestal de dichos 
funcionarios en la unidad ejecutora en donde pasaban a desempeñarse. 


Asimismo, el artículo 451 de la última Ley de Presupuesto, que creó la Dirección General de Coordinación, 
se conformó con personal perteneciente presupuestalmente a diferentes unidades ejecutoras. Además, 
debemos tener presentes dos disposiciones que integran el proyecto de rendición de cuentas. En primer 
término, me refiero al artículo 140 -al que hicimos referencia-, por el que se transfieren las competencias, 
recursos humanos y financieros de las Direcciones Departamentales de Salud a la unidad ejecutora Dirección 
General de Coordinación; ninguno de los funcionarios que pasarán a desempeñarse en la Dirección General 
de Coordinación pertenecen a esta presupuestalmente. 


En síntesis, una parte importante de los recursos humanos del Inciso se están desempeñando o pasarán a 
desempeñarse en unidades ejecutoras diferentes a las que pertenecen presupuestalmente. Esta porción de 
funcionarios podría llegar a ser casi un tercio de la plantilla total de funcionarios que están trabajando en 
otras unidades ejecutoras sin haberse resuelto su pertinencia presupuestal. 


Por lo tanto, esta es una norma que regula tales aspectos con algunas consideraciones que nos parecen muy 
pertinentes; en primer lugar, el respeto a los derechos de los funcionarios, en todos los casos. A texto expreso 
se indica que el hecho de procederse a su redistribución desde el punto de vista presupuestal no afecta el 
derecho a la carrera administrativa. 


En segundo término, otro aspecto relevante tiene que ver con los vínculos de las garantías en cuanto a 
realizar los debidos controles externos. Por lo tanto, esta adecuación podrá realizarse una vez que se obtenga 
el informe favorable de la Contaduría General de la Nación. Es decir, estamos reasegurando que la 
distribución se haga conforme a los organismos de control. 


Un tercer elemento a tener en cuenta tiene que ver con el plazo, ya que este proceso deberá realizarse dentro 
de los ciento ochenta días a partir de la vigencia de la rendición de cuentas y pasado este plazo se regulará 
por las normas generales en la materia. Llevar a cabo estas acciones por parte del Ministerio es un elemento 
indispensable, ordenador, para acompañar los cambios organizacionales y dotar de los recursos humanos a las 
unidades respectivas desde el punto de vista presupuestal. Esta es una medida de carácter de ordenamiento 
que estamos proponiendo al órgano. 


El último artículo, el 157, que hace referencia a los residentes, tiene que ver con una propuesta de 
modificación del artículo 12 de la Ley N? 19.301, de 26 de diciembre de 2014, por uno nuevo en el cual se 
resuelve un problema que estamos viendo. Ustedes saben que desde que se creó el cargo de jefe de 
residentes, siempre el requisito fue haber sido residente de la disciplina correspondiente, sin necesidad de 
tener el título, por considerar que tenía el conocimiento de la forma práctica de su desarrollo. Al agregar, por 
la Ley N* 19.301, la exigencia del título para ser jefe de residentes nos encontramos con el problema de que 
cuando los médicos adquieren la especialidad tienen otras alternativas laborales más importantes, por lo 
tanto, no se presentan a la jefatura de residentes. 


Los cargos de residentes, sobre todo en algunas áreas de hospitales y particularmente en el interior, tienen un 
rol muy importante; a modo de ejemplo: Medicina Familiar, Pediatría, Medicina Interna, Cirugía, Anestesia. 


Por lo tanto, no llenar esos cargos de jefes de residentes es un problema importante que, precisamente, 
queremos resolver con esta norma. 


Con esta propuesta de modificación estamos esperando que se abra nuevamente la posibilidad de que 
residentes que culminaron su respectiva residencia, pero que todavía no dieron la prueba final, y por ende no 
tienen el título, puedan presentarse a los concursos de jefe de residentes. El objetivo es tener cubierta la 
jefatura de residentes porque el residente debe tener quien lo controle, lo supervise, lo monitorice. La 
realidad es que con el actual formato de la ley, que obliga a tener el título, los llamados quedan desiertos 
porque los candidatos tienen otras alternativas laborales muy importantes. 


Este es el primer bloque que tiene que ver con el ordenamiento de aspectos que entendemos importantes 
desde el punto de vista organizacional. De acuerdo con lo que el señor presidente comentaba, quizás 
corresponde detenernos por acá y estar atentos a las inquietudes de los legisladores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El primer bloque que tiene que ver con las explicaciones que está dando el ministro 
incluye los artículos 139, 140, 141, 142, al que se le suma el 157. 


SEÑOR MUJICA (Gonzalo).- En el artículo 140 se plantea crear esta nueva unidad ejecutora, la Dirección 
General de Coordinación, a la que se transfiere una serie de competencias y de recursos materiales desde la 
unidad ejecutora 103, Dirección General de Salud. Me gustaría saber cómo quedaría conformada la unidad 
ejecutora 103, Dirección General de Salud, cuáles serían sus competencias y el conjunto de recursos que allí 
quedarían. 


SEÑORA ROSA (Raquel).- Dentro de las competencias de la Dirección General de la Salud están las 
funciones esenciales de la salud pública y comprende las áreas establecidas que tienen que ver con la 
vigilancia de la salud pública, es decir epidemiología, vigilancia en salud y laboratorios de salud pública. 
También incluye lo que tiene que ver con la División Servicios de Salud, que habilita y fiscaliza esos 
servicios. Además, incluye la División Evaluación Sanitaria, que involucra una parte del trabajo relacionado 
con los productos de salud y todas las áreas correspondientes a ella. A la vez, comprende toda el área 
programática de salud junto con la Dirección General de Coordinación, que en el territorio se realiza a través 
de las direcciones departamentales de salud. Creo que, en forma genérica, nombré las áreas que quedarían 
bajo la Dirección General de la Salud. 


SEÑOR MUJICA (Gonzalo).- Entonces, si estoy entendiendo bien, ¿la Dirección General de Coordinación 
tomaría la gestión más directa de las direcciones departamentales? 


SEÑORA ROSA (Raquel).- De alguna manera, las direcciones departamentales de salud tienen funciones 
mucho más ampliadas que las de la Dirección General de la Salud, por lo cual ejecutan en territorio varias 
actividades, entre ellas algunas de las de esta dirección. Por eso la Unidad de Coordinación lleva adelante 
todas esas acciones en territorio en forma coordinada, con tareas que tienen que ver con la complementación 
del sistema. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Me gustaría que la Directora General de Coordinación 
complementara el informe relativo a las competencias. 


SEÑORA BRESCIA (Adriana).- Quisiera aclarar que nuestras diecinueve direcciones departamentales de 
salud, a nivel de territorio, ejecutan tareas de cada una de las direcciones del Ministerio de Salud Pública, 
como por ejemplo la Dirección General de Secretaría, la Dirección General de la Salud y la Junta Nacional 
de Salud. Todas esas actividades a nivel central tienen que territorializarse a través de nuestras direcciones 
departamentales. Por lo tanto, necesitan una coordinación central para lograr que todos estos programas 
lleguen y se concreten a nivel del territorio. Pero a la vez tienen una tarea interinstitucional e intersectorial 
por la que es necesaria la conexión con otros ministerios y organizaciones sociales de nivel central que 
también tienen su coordinación a nivel departamental. Por eso es necesaria una Dirección General de 
Coordinación que -como su nombre lo indica- coordine todas estas actividades del nivel central con el nivel 
territorial y, a la vez, haga el enlace desde el nivel territorial hacia el central. 


SEÑOR LEMA (Martín).- Saludamos a toda la delegación del Ministerio de Salud Pública que concurre a 
este ámbito en el cual se está considerando un tema tan importante. 


Algunos de los artículos que mencionó el señor ministro pueden tener su lógica si se intenta fortalecer la 
función de rectoría. Por mi parte, quiero distinguir entre la lógica y los argumentos desde el punto de vista 
teórico -que son muy válidos y hasta ameritan dar un crédito para ver si algunas reestructuras permiten una 
mayor eficacia en la tarea de rectoría- y lo que sucede en la realidad. 


Dentro de las funciones se hacía referencia a las tareas inspectivas y de fiscalización y, precisamente, estas 
son las tareas del Ministerio de Salud Pública que más me preocupan. Si yo tuviera que mencionar uno de los 
grandes inconvenientes que hoy está teniendo el sistema de salud me referiría a la ausencia de control, y voy 
a acreditar lo que estoy diciendo. 


Si bien uno puede llegar a compartir los objetivos de la reestructura desde el punto de vista teórico y 
acompañar las formas para que se cumplan, en el mensaje se hace referencia a que "En el último Presupuesto 
se ha priorizado el fortalecimiento de su rol de rectoría, reforzando la dirección de la JUNASA y creando la 
Dirección General de Coordinación como un nexo entre el Ministerio y los otros actores del sistema de salud. 
Se fortaleció el área de inspecciones de la Dirección General de Salud y se realizó una reasignación dentro 
del rubro cero para estimular las mejoras de gestión". Esto en la realidad no ocurre; está lejísimos de lo que 
es el sistema real. Esta podrá ser una intención del sistema de salud en el papel pero claramente no es lo que 
está pasando en el sistema que, en definitiva, es lo que se requiere fortalecer. Lo sostengo con propiedad 
porque no solamente lo digo yo sino los inspectores de la División Fiscalización del Ministerio de Salud 
Pública. De hecho, el 9 de noviembre de 2016 concurrieron a la Comisión de Salud Pública y Asistencia 
Social inspectores de la División Fiscalización -tengo aquí la versión taquigráfica a disposición- e hicieron 
referencia a que no están dando abasto para controlar el sistema de salud; no pueden ser efectivos en el 
control. En alguna medida están pidiendo un auxilio a fin de que demos una respuesta para fortalecer esta 
herramienta de contralor. Después pasan hechos de los que todos nos enteramos. 


Hace poco recibíamos la noticia de un suceso ocurrido en el hospital Saint Bois, del que no vamos a entrar en 
detalle porque no es el tema que hoy nos convoca, pero sí debemos decir que en el sistema de salud actual 
puede pasar cualquier cosa, porque vemos que las farmacias de ASSE no tienen habilitación del Ministerio de 
Salud Pública. Así lo respondió el propio ministro de Salud Pública: ninguna farmacia de ASSE está 
habilitada. Según la respuesta que me brindaron en setiembre de 2016 -que tengo por aquí- están todas en 
procedimiento de habilitación. Entonces, se habla de fortalecer la rectoría y, más allá del aspecto teórico, que 
podemos llegar a discutir, ese fortalecimiento tiene que hacerse efectivo. Cuando hablamos de mejorar e 
incrementar la tarea de fiscalización debemos tener en cuenta que es una tarea muy importante de la que el 
Ministerio de Salud Pública no puede desprenderse ni tercerizarla en cooperativas sociales, como ha ocurrido 
en algunos casos. Es algo demasiado importante e intrínseco a las funciones de la policía sanitaria, que es el 
Ministerio de Salud Pública, como para destinarlo a una cooperativa. 


Voy a citar un ejemplo y me gustaría preguntar cómo se fortaleció la tarea de fiscalización. Quiero que me 
digan cómo se hizo desde la División Fiscalización del propio Ministerio de Salud Pública, porque si la 
referencia de ese incremento se da a través de cooperativas... Yo aquí tengo un ejemplo con respecto al 
tabaco, porque en año 2013 se contrató a la cooperativa 21 de Octubre, que en ese momento era una 
cooperativa social que después se transformó en una cooperativa de trabajo. Cuando analizamos el proceso 
de adjudicación vimos que fue totalmente flechado, para que quedara esa cooperativa que está compuesta por 
extrabajadores de Philip Morris. ¿Por qué digo que fue direccionado? Porque en diciembre del año 2015 el 
Ministerio de Salud Pública optó por adjudicarle esa tarea hasta tanto no se realizara una licitación, y en el 
numeral 7) expresaba que, por los motivos antes expuestos, se entendía necesario disponer la contratación de 
la referida cooperativa durante el plazo en el que se realizaban los trámites necesarios para seleccionar al 
contratante mediante el procedimiento de licitación. Prácticamente allí estaba dejando entrever que se iba a 
terminar contratando a la cooperativa 21 de Octubre. En el pliego podemos ver que el objeto del llamado 
incluía tareas de inspección, por lo que se estaría tercerizando ese rol, cuando el que capacita -según lo que 
consta en la página web del Ministerio de Salud Pública- es el propio Ministerio. No es que se haga una 
contratación con una cooperativa que sea idónea en la materia sino que, a la vez, el Ministerio de Salud 
Pública brinda la capacitación. En vez de capacitar a inspectores propios del Ministerio contrata una 
cooperativa, destinándole recursos, montos y cifras importantes, a la cual tiene que capacitar. A la vez, el 
artículo 3* del pliego refiere a los criterios para la evaluación de las ofertas y vemos que en "Antecedentes de 
trabajos similares" esta cooperativa tiene 50 puntos, es decir la mitad de los puntos. Obviamente, ¿quién va a 
tener trabajos similares? Esto estaba direccionado a esta cooperativa. Entonces, supongo que no están 


llamando fortalecimiento del control a este tipo de contratación de cooperativas de trabajo. Me imagino que 
están hablando de la División Fiscalización, que hasta donde tengo entendido sigue con veintiún inspectores. 


Por otro lado, esa tarea de rectoría viene fallando, y cuando uno entra a la página web de ASSE se encuentra 
con que algo tan importante como los promedios de tiempo de espera siguen sin publicarse. La ciudadanía o 
la población de ASSE no saben cuáles son los promedios de tiempo de espera. Sin embargo, no hubo ninguna 
advertencia por parte del Ministerio de Salud Pública en la función de rectoría. 


En cuanto al cumplimiento de metas asistenciales, ASSE es de los peores prestadores de servicios de salud. 
¿Dónde está el rectorado haciendo un trabajo de fiscalización para advertir y trabajar con profundidad en el 
cumplimiento de metas asistenciales? Aquí estoy hablando del control en cuanto a la asistencia, pero cuando 
nos referimos a los controles con respecto al pago de la cuota de salud de la Junasa comprobamos que sucede 
exactamente lo mismo en cuanto a la ausencia de control y anarquía en materia de salud. No lo digo yo; me 
lo responden ustedes. Algo que prevé el artículo 8” del Decreto N* 375/997 es la realización de auditorías, 
porque cuando el prestador del servicio de salud dispone de una cantidad de datos es necesario que el 
Ministerio de Salud Pública y la Junasa corroboren que sean ciertos. Por otra parte, el cumplimiento de metas 
asistenciales también abarca un ejercicio antes de pagar la cuota parte de salud. Tanto en este caso como en el 
de la sobrecuota de inversión no se remite cronograma de ejecución trimestral de obra, que según el artículo 
5” del Decreto N* 427 de 2012 debería ser presentado y acordado, y forma parte del proyecto aprobado. 
Hemos pedido información acerca de esto pero no nos ha sido brindada. 


¿Por qué hago esta introducción? Porque creo que hay una anarquía en materia de rectorado en los sistemas 
de salud. Lamentablemente, muchas veces tienen que pasar cosas para que vengan los anuncios. Se dan 
irregularidades con directores de hospitales de ASSE y el anuncio es que se espera que lleguen por concurso. 
Tratemos de adelantar porque ese no es un tema de ahora; lo venimos advirtiendo casi desde el año 2015. Se 
dan casos como el del hospital Saint Bois, donde puede haber problemas de farmacia, y se establecen 
medidas de fiscalización con respecto a ese tema. Hace más de un año que venimos hablando de fortalecer el 
área de fiscalización. 


Por eso, ya que se hizo referencia al área de fiscalización, me gustaría saber cómo se fortalece la propia 
División Fiscalización, si está dentro de los objetivos. Creo que es de sentido común entender que solamente 
veintiún inspectores para controlar CTI del sector público y privado, block quirúrgico del sector público y 
privado, farmacia del sector público y privado, cosméticos del sector público y privado y un montón de tareas 
más que tiene la División Fiscalización, resultan insuficientes. 


Se habla de fortalecer la tarea de inspección. ¿Cómo se hace? Realmente me preocuparía escuchar que esta 
tarea se hace a través de la contratación de cooperativas y se terceriza algo que me parece que por las 
condiciones y requisitos que estamos mencionando es un tema del que debería encargarse en forma directa el 
Ministerio de Salud Pública, con inspectores genuinos y propios porque, como recién acredité, me parece que 
también hay dudas en los procesos de contratación de este tipo de cooperativas. Así que mi pregunta concreta 
es qué se piensa hacer con al División Fiscalización. ¿Se va a querer fortalecerla? A la vez, querría saber qué 
otra forma de inspección se realiza y si esta se instrumenta a través de cooperativas. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Saludo a las autoridades del Ministerio. 


Mi inquietud es muy concreta y refiere al artículo 140. Entendí el concepto pero no sé si no llego a 
comprender el alcance de la intención de la redacción o esta es confusa porque expresa: "Transfiérense las 
competencias de las Direcciones Departamentales de Salud [...]" y si uno mira entre líneas sigue diciendo "a 
la Unidad Ejecutora 106 "Dirección General de Coordinación". ¿Se quieren transferir las competencias o las 
direcciones departamentales de salud? Porque, reitero, en el artículo dice "Transfiérense las competencias de 
las Direcciones Departamentales de Salud, recursos materiales y financieros afectados a su gestión y los 
cargos de Directores Departamentales de Salud [...]", las retribuciones, etcétera. Da la impresión de que todo 
lo que estaba allí pasa a depender de esta nueva dirección de coordinación, pero cuando dice "transfiérense 
las competencias", por lo menos a mí me da la sensación de que se queda sin competencias, que van a estar 
en otro lugar. Quiero saber si la redacción dice exactamente lo que se quiere decir. 


Lo que establece el artículo 142 -ayer lo planteaba a la Oficina Nacional del Servicio Civil-, a primera vista 
parece una verdadera reestructura. Cuando escuchaba al ministro entendía que no se trata de una reestructura 
porque no se modifican cargos ni se cambia la estructura del organismo, sino que se organiza diferente a 


funcionarios, dependiendo de las necesidades del organismo. No sé por qué se necesita una ley. ¿El señor 
ministro necesita una ley para trasladar funcionarios de una unidad a otra, dentro del mismo Inciso, sin 
afectar sus retribuciones? ¿Necesita una ley que lo autorice o está dentro de sus potestades? Me confundió 
con el formato de una reestructura, en la que debe participar la Oficina Nacional del Servicio Civil y debe 
haber una comunicación a la Asamblea General. En este caso, parece ser un reordenamiento interno, y no sé 
por qué el ministerio necesita una autorización de rango legal. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Este tema me parece muy pertinente. Estamos convencidos de 
que las organizaciones, a lo largo del tiempo, fruto de los cambios científico técnicos y organizacionales, 
deben modificar necesariamente la organización del trabajo. Lo que quizás hace relativamente poco tiempo 
se veía como natural, que los sistemas de control dependieran de que personas recorrieran en forma 
presencial, realizando lo que en la jerga se llama check list a los efectos de completar formularios y cumplir 
con los procedimientos de estilo, ya no funciona así. Las organizaciones basan fundamentalmente su control 
en los sistemas de información, cruzando información de múltiples organismos del Estado y teniendo una 
actitud proactiva presencial para identificar incongruencias en la información y puntos críticos en los 
procesos, seleccionando justamente el motivo del contralor. Si tuviéramos que expresarlo en términos más 
llanos diríamos que no se trata de ir a ver lo que se nos quiere mostrar, sino aquellas cosas sustantivas que 
queremos ver. Es una visión de fiscalización o control inteligente que aprovecha las transformaciones de un 
Estado moderno. Hoy tenemos datos de múltiples organismos del Estado que hacen a la necesidad de 
sistemas de información que dialoguen entre sí y puedan sistematizar los controles en forma mucho más 
potente. Cuando se cruza la información de una inversión se obtienen datos de las Intendencias, del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas y de otros ministerios, y se los debe tener en cuenta. Cualquier 
organización moderna debe contar con la posibilidad de tener toda esa información en línea para ver si los 
distintos procesos que se desarrollan cumplen con las normativas adecuadas; no necesitamos un ejército de 
gente para ir a hacer un check list de cosas que otros organismos ya realizan. 


Por otra parte, los sistemas de contralor en el Ministerio de Salud Pública son múltiples y no refieren 
exclusivamente al área de fiscalización. Hay muchos funcionarios en distintas dependencias del Ministerio de 
Salud Pública, en el territorio y a nivel central, que realizan tareas de control, supervisión, monitoreo y 
evaluación. Conozco el Ministerio desde hace al menos treinta años, y antes cada dependencia estaba 
totalmente aislada de las otras. Es más, la información de cada dependencia la tenía el funcionario de esa 
dependencia en su computadora y el resto del Ministerio no tenía acceso a ella. Yo viví esa época, y no hace 
tantos años. Los funcionarios de los múltiples ministerios no se conocían y la conducción no articulaba. Esa 
es la realidad que tenemos que superar. Hoy hay datos que surgen en la Junta Nacional de Salud, en la 
Dirección General de Coordinación, en las distintas áreas de la Dirección General de Secretaría, en la 
Dirección General de Salud y en las direcciones departamentales que tienen que ver con la función de 
contralor, con la eficiencia de todos los recursos del Ministerio, porque el Ministerio y la rectoría son uno 
solo, y no están fragmentados en unidades, dependencias, cuerpos, corporaciones, cada uno trabajando 
aisladamente. Necesitamos un Estado moderno, no uno lleno de muchos funcionarios; un Estado eficiente, 
con muchos sistemas de información. Es imposible administrar o gestionar nada en este mundo sin un 
potente sistema de información, y ese ha sido un déficit histórico del Ministerio. Ahora, con la Agesic, 
tenemos el desarrollo de un sinnúmero de programas, todos compatibles, vinculantes e interactuantes entre sí, 
y eso le da a la rectoría una potencia de singular importancia. El mundo del trabajo cambia, y los sistemas de 
contralor deben acompañar necesariamente esos procesos. 


En el caso al que se hacía referencia, vinculado al control del tabaco, estamos hablando básicamente de 
funcionarios administrativos que van a los locales para identificar si hay colillas de cigarrillo o gente 
fumando. Estamos hablando de eso, no de técnicos especialistas o profesionales. Para eso no hay más 
remedio que designar funcionarios, salvo que entráramos en la paranoia de poner una cámara en cada local. 
Estamos hablando de identificar situaciones. Sin perjuicio de que tenemos funcionarios del Ministerio en esa 
tarea, en su oportunidad, en el marco de la campaña antitabaco, alguna firma cerró y quedaron funcionarios 
sin trabajo que formaron una cooperativa a los efectos de transformar su actividad, y en vez de estar en la 
industria del tabaco pasaron a estar en la supervisión de que no se fumara en los espacios cerrados. Eso fue 
promovido por el convenio marco del tabaco, que tiene que ver con cómo lograr eso en nuestro país. Salvo 
excepciones, aquí no hay plantaciones de tabaco, pero en otros países donde hay mucha gente trabajando en 
las plantaciones de tabaco el convenio marco establece cómo reconvertir a esos funcionarios en otras 
actividades. El ejemplo que mencioné muestra cómo gente que trabajaba en la industria de tabaco hace ahora 
tareas de contralor y está cumpliendo una muy buena labor. 


Me gustaría que el presidente de la Junasa hiciera algún comentario sobre las metas, que también estuvieron 
planteadas, pero previamente quiero hacer referencia a los procesos de registro, habilitación y en el futuro 
acreditación, que es la hoja de ruta que nos hemos planteado. En todo el mundo, en los sistemas de salud que 
ya tienen una madurez importante, que no son muchos, cada vez más se involucra a los responsables de las 
distintas instituciones en el proceso de registro, habilitación y acreditación. Pensar que es posible, en algo tan 
complejo como la dinámica de los servicios sanitarios, en los que minuto a minuto se dan una serie de 
circunstancias, estar supervisando y controlando exclusivamente con recursos del propio Estado sin un fuerte 
involucramiento de los responsables de las instituciones en esos procesos es una pérdida de oportunidad. Uno 
de los grandes objetivos que tiene un fuerte componente organizacional pero sobre todo un fuerte 
componente de cultura institucional es el compromiso de los responsables de las instituciones en los procesos 
de mejora continua de calidad, y eso significa un fuerte liderazgo e involucramiento en la mejora de gestión. 
En las organizaciones, y sobre todo en las organizaciones de servicio que trabajan en estos problemas en los 
que el factor humano es determinante -si hay un sector donde el factor humano es determinante es el 
sanitario-, la clave es el involucramiento de los trabajadores, de los cargos de conducción que motiven a los 
funcionarios en su correcto desempeño. Esa es una tarea fundamental en un Estado moderno y en una 
organización que quiere modernizarse. Por otra parte, estamos promoviendo la capacitación continua y la 
segunda parte de la puesta en marcha de un convenio colectivo con los trabajadores de la salud privada. 
Estamos hablando de setenta mil trabajadores que están capacitándose en el marco del convenio colectivo 
firmado en un conjunto de temas que se suman a la capacitación que hacen las instituciones formadoras de 
recursos, los distintos colegios, las distintas sociedades científicas. Acá no se trata de sustituir sino de sumar, 
pero sobre todo de trabajar en aquellos temas claves que tienen que ver con la seguridad del paciente, los 
conflictos de intereses, la calidad de atención, la humanización de la atención, el trabajo en equipo y las 
capacidades de conducción. Nadie desplaza la responsabilidad que tiene el sector salud ni el Ministerio de 
Salud Pública en todos estos procesos, pero hay que tener una mirada amplia, abarcativa, que involucre a 
todos los actores y, reitero, a la luz de los cambios por suerte vinculados a la incorporación de la tecnología 
en materia de sistemas de información, nadie puede monitorear y controlar a balance terminado, para decirlo 
claramente. Se necesita un control de la gestión permanente a través de indicadores que permita, no 
solamente tener resultados finales sino la capacidad de modificar en la marcha los procesos que se 
identifiquen como que no están de acuerdo a los esperables, a los necesarios, que precisa la población. 


Por lo tanto, la función de rectoría, de fiscalización y de control no se puede reducir a una sola área, a un solo 
sector del ministerio. Esto hay que verlo en el marco del involucramiento de todo el ministerio en este 
proceso en el cual hay múltiples funcionarios de distintas dependencias dedicados a la tarea de control de la 
función de rectoría y no solamente de un sector específico del mismo. 


SEÑOR ECHEVARRÍA (Juan).- Buenos días. 


Si el señor ministro lo permite, voy a hacer referencia a un ejemplo concreto de cómo un cambio de 
paradigma en la forma de funcionar puede permitir con menos personal o con menor tipo de tareas igual 
realizar controles. 


Cuando realizamos el cambio en el que se incorporó una comisión de pertinencia en el Ministerio de Salud 
Pública acerca de si estábamos de acuerdo en la incorporación de tecnología de determinado nivel o 
determinadas instalaciones, también comenzamos un proceso en el cual cambiamos el sistema desde una 
presentación tradicional en papel, con planos, con todo un esquema hasta legal de presentación de los 
elementos, que necesariamente interactuaba con el ministerio en sucesivas inspecciones para saber si eso se 
estaba cumpliendo, a una presentación mediante sistema informático en el cual se va levantando la 
información en el sistema, y la responsabilidad última queda en un profesional de la institución que está 
haciendo esa inversión, que se hace responsable en cuanto a que está cumpliendo con todas las normas que el 
ministerio exige. Pensemos, por ejemplo, en los aspectos locativos, de tamaño, cantidad de recursos 
humanos, etcétera, que el ministerio exija. 


Este cambio, que es fácil de visualizar, implica que la información la recogemos de una manera en la cual 
podemos, además, poner el acento en que vamos a fiscalizar lo que más nos importa, lo que puede tener 
mayor relevancia en cuanto a la salud de la población y no a salir a inspeccionar cualquier obra nueva que las 
instituciones tienen que realizar. Es un cambio sencillo, pero tiene una implicancia importante en cuanto al 
papel y al relacionamiento que tiene el ministerio con cada una de las instituciones en cuanto a la forma en 
que visualizamos las cosas. 


En el mismo sentido, se ha trabajado en cantidad de sistemas en el ministerio -el director de la Digesa le 
podría decir con mayor certeza-; estamos hablando de más de veinte sistemas nuevos que se están 
reestructurando o haciendo para mejorar estas relaciones entre todos los datos que maneja el ministerio, que 
son muchos, pero que necesitamos juntarlos, coordinarlos y que nos sirvan de elementos para un control. 


A modo de ejemplo, tenemos el tema de metas prestacionales las cuales hemos cambiado este año y están 
mucho más alineadas con los objetivos unitarios nacionales que lo que estaban antes. Cada meta prestacional 
que las instituciones tienen estaba relacionada con indicadores y estos pueden tener muchas veces algún 
numerador o denominador que el ministerio ya tenga ese dato por otra área. Supónganse en las metas que 
tienen que ver con el control de los niños recién nacidos. El ministerio tiene, por otro sistema, el certificado 
de nacido vivo que, automáticamente, en la medida que cruzamos la información de ese certificado con la 
que nos brinda la institución acerca de la cantidad de niños de riesgo que tiene que salir a controlar, nos 
permite ver si estamos ante datos coherentes o no, y esto a su vez nos permite ir a mirar a aquel que se sale de 
rango en alguna característica o no está correlacionado con lo que nosotros entendemos. 


Esta es otra forma de pensar en lo que el ministro llama, de alguna manera, un control inteligente, 
valiéndonos además de la información con que contamos con distintos sistemas que el ministerio viene 
manejando, más los que estamos creando para un mejor control. 


Sobre algunos aspectos que fueron nombrados al pasar, que me parece que no corresponde adjetivar como se 
hizo por parte de un legislador, el Fonasa por suerte hace años que tiene controlado que no se pueden pagar 
dos cuotas Fonasa por una misma persona. Esto es porque tenemos, en coordinación con el Banco de 
Previsión Social, una base de datos que está relacionada con la de todos los ciudadanos del Uruguay que nos 
permite establecer claramente cuándo una persona tiene un derecho de salud y eso habilita el cobro de una 
cuota de salud por parte de alguna institución. 


Lo que ha sido manejado por la prensa en los primeros meses de este año tiene que ver con delitos que hemos 
perseguido que están relacionados con la intermediación lucrativa y con un segundo delito asociado, que es la 
inscripción de personas que no están trabajando como si estuvieran, y eso no es posible de controlar por parte 
del Ministerio de Salud Pública y es de una magnitud pequeña en relación a los dos millones y medio de 
personas que tienen derecho al Fonasa, que es lo que estamos administrando. 


¿Cómo se controla esto? A su vez, nosotros tenemos un sistema que se llama Rucaf, que es el Registro Único 
de Cobertura de Asistencia Formal que nos permite recibir por parte de todas las instituciones cuál es la 
cantidad de personas nominalizadas que tienen en ese momento inscriptas en la institución y ese padrón 
nosotros lo contrastamos con el que maneja el BPS para saber, además, como algo adicional, que estamos 
hablando de las mismas afiliaciones en uno y otro sistema. 


Por lo tanto, nuevamente, sin un inspector saliendo a la calle a verificar un dato, estamos haciendo controles 
a través de los sistemas informáticos que nos permiten asegurar que las cosas están funcionando. Es verdad 
que no falta, es verdad que estamos en un proceso. Por algo les decía que el ministerio tiene muchos 
programas en elaboración que van a permitir mejores controles en el futuro. Pero el nivel de controles que 
tenemos hoy en muchas áreas es bastante exhaustivo y por supuesto que lo queremos mejorar. 


SEÑOR RUOCCO (Humberto).- Muchas gracias. 


En el tema de la fiscalización y del rol de la rectoría, creo que muchas veces todos tenemos las mismas 
preocupaciones pero, de repente, estamos eligiendo caminos diferentes para poder cumplir con calidad con 
nuestros roles. Una de las cosas que se planteó este equipo de Gobierno, presidido por el ministro Basso fue 
hacerle dar un salto en calidad a la rectoría, en el sentido de, por un lado, que cumpla a plenitud con todos sus 
roles sanitarios y, por otro, ponerla por delante de las cuestiones que van sucediendo y no tener solamente 
que depender de nuestra presencia en algunos lugares para darnos cuenta de lo que sucede, siempre con 
bastante retraso y no poder prever los acontecimientos. 


En ese sentido, fue que hubo una fuerte inversión en lo que hemos dado en llamar un Sistema Integrado de 
Información que se integra de varias partes: una que está vinculada directamente con lo más duro de la 
rectoría; otra está relacionada con aspectos vinculados con nuestro trabajo hacia la ciudadanía, y otra con lo 
que puede ser la mejora de nuestra gestión interna, porque también tenemos que mejorar internamente para 
poder brindar después mejores servicios. Y también, lógicamente, que teníamos que hacer una interacción, 


porque no podíamos jugar de manera independiente, muy fuerte con Agesic, que rige estas políticas a nivel 
del Estado con una parte de una política vinculada desde allí, que es salud.uy, que se refleja en una cantidad 
de nuestras labores y otra que es crecer en infraestructura tecnológica. Por ejemplo, para dar tres hechos 
sencillos, pero que muestran cómo la revolución técnico-científica puesta al servicio de la gestión puede 
generar calidad, nosotros fuimos de los primeros en integrarnos al data center unificado de Pando, fuimos 
modificando lo que era nuestra relación en el conjunto del país, generando una red integrada nacional desde 
el punto de vista de los datos y también renovamos, para poder llevar ese ritmo, el parque de nuestra 
informática, a fin de poder cumplir con esos objetivos. 


Podemos decir -el director de la Junasa hizo referencia a algo de ello- que tenemos veintidós proyectos en 
desarrollo que cruzan absolutamente de manera transversal, porque dije que trabajamos para la rectoría, hacia 
la ciudadanía y para la gestión interna. Cruzan transversalmente la institución y van hacia la ciudadanía, que 
es a la que tenemos que servir. Son veintidós proyectos que están en distinta fase de desarrollo, pero que 
llevan a generar cristalinidad en el funcionamiento del conjunto del sistema. 


No voy a hablar de cada uno de ellos, porque se haría absolutamente denso en esta ocasión, aunque aclaro 
que siempre están a la orden y a disposición de los señores legisladores. Días pasados, tuvimos la última 
charla de lo que llamamos el diálogo a los diez años de la salud y estuvimos en condiciones, en el primer 
taller, de darle a todos los actores mucha más información de la que en algún momento ellos tenían 
individualmente, por ejemplo, vinculada a los recursos humanos o a lo que eran nuestros objetivos sanitarios 
y, en la última, lo que tenía que ver con los aspectos de la calidad. Esto ha repercutido de una manera 
importante en el tejido social, ya que en el día de ayer fue invitado el señor ministro, y lo acompañamos, a un 
evento que se realizó en el PIT-CNT donde también se está trabajando con diversos actores por los temas del 
diálogo sobre la salud a diez años de implantado el Sistema Nacional Integrado de Salud. Estas cosas las 
pueden hacer los otros porque tienen información objetiva de cómo se puede medir y cómo se puede 
controlar lo que estamos haciendo a nivel de la salud para rápidamente ir a enmendar las cuestiones en las 
que estamos mal y tratar de generalizar aquellas en las que estamos funcionando bien. Quería agregar este 
elemento porque es un factor permanente para nosotros y es una gran preocupación del señor ministro. La 
tarea de fiscalizar, en el sentido tradicional de la palabra, utilizando el conjunto de los medios que hoy 
tenemos a nuestra disposición, es una política central. 


La segunda parte de mi intervención pretende dar una respuesta al señor diputado Jorge Gandini. El hace un 
planteo de un viejo legislador, que conoce la dinámica. Es como todo: tampoco se puede tener una memoria 
eterna sobre las cosas que aquí mismo se debaten. 


El 20 de agosto de 2013 se promulgó la regulación del Estatuto del Funcionario Público de la Administración 
Central. En el artículo 57 se plantea que el jerarca del Inciso podrá disponer el traslado de funcionarios de sus 
respectivos cargos de una a otra unidad ejecutora para desarrollar iguales o diferentes tareas en atención a sus 
necesidades de gestión y a la planificación de los recursos humanos. Las tareas asignadas deberán respetar el 
nivel del cargo y las labores, oficios, trabajos técnicos, administrativos o profesionales de su especialidad. 
Esto es a lo que hace referencia el señor diputado. 


El problema es que este artículo fue planteado para el trato uno a uno de esos funcionarios. En nuestro 
ministerio se hizo una movida fuerte; de hecho, la mitad de nuestro ministerio está fuera de puesto. Para 
nosotros el orden es fundamental. Yo no puedo pedir al director de una unidad ejecutora: "Planificá que 
después veo de dónde saco los fondos, porque los tiene aquel". Me parece que esa es una manera incorrecta 
de administrar que, entre otras cosas, impide el buen control que el Legislativo puede hacer sobre el 
ministerio. 


Como vamos a hacer un volcado de mucha gente, estamos pidiendo una autorización especial, porque 
conocemos la existencia del artículo 57 y sabemos que tenemos esa posibilidad. Es más: lo discutimos con la 
Oficina Nacional del Servicio Civil. Cuando nos damos esos ciento ochenta días a partir de la vigencia de la 
rendición de cuentas, después decimos que pasado dicho plazo se regulará por las normas generales de la 
materia. Nosotros no pedimos esto per secula seculorum. Es decir, lo necesitamos para hacer una movida 
rápida, para ponernos a la altura que debemos tener, para ordenar el ministerio en todos sus aspectos, pero 
después nos regiremos uno a uno, como está planteado en el artículo 57. Esa es la intención y la vocación 
ordenadora de incluir este artículo en el proyecto de rendición de cuentas: para ayudarnos al control y al 
cambio. 


SEÑOR LEMA (Martín).- El señor ministro intentó ilustrarnos acerca de lo que sucede en el mundo 
moderno. No sé a qué mundo se refiere el ministro. Quizás al mundo del papel, porque en el mundo real 
suceden situaciones que lamentablemente tenemos que padecer. 


Se hablaba del control a través de mecanismos informáticos. Que el rector de salud deposite su expectativa 
solamente en los controles informáticos es alarmante. En primer lugar, porque los controles informáticos 
muchas veces fallan. 


Se hablaba de la base de datos que utiliza el BPS. En la estafa al Fonasa parece que todos los mecanismos 
preventivos para disminuir daños fallaron. Luego de que trascendieron esos hechos surgieron un montón de 
anuncios nuevos, como una solución mágica a un problema totalmente evitable si se hubiesen tomado 
medidas diligentes. 


En el mundo moderno del que habla el señor ministro, de controles informáticos, ¿cómo se controla en forma 
informática para habilitar las farmacias de ASSE, que están todas fuera del marco normativo porque ninguna 
está habilitada? ¿Cómo piensa el rector en salud controlar, inspeccionar las farmacias de ASSE a nivel 
informático, si no es a través de inspectores que concurran a verificar cuál es el estado general? 


Parte de esa respuesta me explica por qué suceden tantas cosas: porque no se tiene la diligencia necesaria. No 
quiere decir que si se controlara no habría accidentes ni pasarían estas cosas. Por más que se hagan todos los 
controles disponibles, las cosas y los accidentes pueden pasar. En eso estamos de acuerdo, pero si el control 
es efectivo, los riesgos disminuyen. Aquí estoy reclamando medidas diligentes y no hechos consumados que 
muchas veces pueden darse con carácter accidental. ¿Cómo controlan informáticamente el tema de la 
sobrecuota de inversión? Porque muchas veces -como me responden a mí- desembolsan los recursos 
solicitados por un prestador, pero resulta que no les presentan un plan. Entonces, las autoridades hacen buena 
fe de que ese plan se está cumpliendo. ¿Cómo hacen para controlar a nivel informático la realización de una 
obra? ¿Cómo saben que ese dinero que están otorgando no va para la barbacoa de fulano? ¿Cómo saben que 
efectivamente esos recursos que proporciona la Junasa efectivamente van al proyecto presentado por el 
prestador? En el mundo moderno que plantea el señor ministro, ¿cómo controla el nivel informático el 
cumplimiento de metas asistenciales? En el mundo moderno que plantea el señor ministro, ASSE, como uno 
de los peores prestadores de servicios de salud en cuanto al cumplimiento de metas asistenciales, cobra sin 
ningún tipo de sanción ni medidas. Parece que ese es el mundo moderno en el que se basa el señor ministro. 


A su vez, cuando se guían por ese mundo de papel o mundo informático, al que recién se hacía referencia, ni 
siquiera toman medidas con los datos que se les proporcionan desde el punto de vista informático. Por 
ejemplo, según la información que me brindó la Junasa, el prestador Comett, de Treinta y Tres, no responde 
un montón de informaciones solicitadas y tiene bajos niveles de cumplimiento. ¿Qué sucede en el mundo 
real? Se firma un convenio de complementación entre ASSE y Comett. 


Entonces, ¿cuál es el Sistema Nacional Integrado de Salud si se constata que un prestador no brinda 
información o registra mal los resultados y ASSE, que es el prestador público, termina realizando un 
convenio con este prestador, y no pasa absolutamente nada? Ni siquiera en el mundo abstracto del que 
hablaba el señor ministro -que él define como moderno pero que en definitiva es una forma de justificar que 
no se está ejerciendo el rectorado- se toman medidas. Creo que no se toman medidas con los prestadores 
porque nadie quiere asumir el precio. 


Adelanto mi posición: si hay un prestador que no está cumpliendo, hay que tomar medidas. Si tiene que 
cerrar o tiene consecuencias, hay que tener el coraje de ir para adelante. La salud no se puede transformar en 
cumplidos para generar estadísticas y después hacer uso de ellas. La salud tiene que ir mucho más al aspecto 
cualitativo. 


Por las declaraciones del señor ministro y de otras autoridades, parece que acá se basan solamente en 
aspectos informáticos, lo que es preocupante. ¿Cuál es el modelo informático que el señor ministro piensa 
implementar para habilitar una farmacia de ASSE, porque no tiene ninguna habilitada? Que me lo explique 
que con mucho gusto prometo dar todo de mí para adaptarme al mundo moderno. 


Por otro lado, hay ocho inspectores para control de tabaco y veintiún inspectores para todo el control de los 
servicios de salud del país. ¡No entiendo! ¡Hablan de coordinaciones! ¿Ustedes dialogan con los inspectores 
del Ministerio de Salud Pública? ¿Ustedes se sientan a tomar un café con los inspectores de la División 


Fiscalización para hacer un balance del estado de situación? Si dialogan, evidentemente estará el emisor y el 
receptor, pero no existe un canal de comunicación. Y no lo digo yo; lo dicen los inspectores. En la sesión de 
la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social del 9 de noviembre de 2016, los inspectores advertían que 
de los veintiún inspectores de la División Fiscalización solamente hay tres médicos para controlar todos los 

servicios de salud del país, públicos y privados. ¡Después hay que escuchar los grandes discursos! ¡Vamos a 
lo que hay: tres médicos en la División Fiscalización! 


Los inspectores también hicieron referencia al resultado de una auditoría realizada por la Auditoría Interna de 
la Nación, y establecieron: "Las conclusiones a que arribó la Auditoría Interna de la Nación fueron las 
siguientes: 'De la evaluación realizada en la División Fiscalización, en referencia al ejercicio de su 
competencia en la inspección de todos los prestadores de servicios de salud, se concluye que la estrategia, 
políticas y procedimientos utilizados, no garantizan una gestión de riesgos, que elimine, disminuya o 
prevenga a tiempo los impactos negativos en la salud. Las inspecciones no abarcan el universo de los 
servicios de salud y carecen de oportunidad en su ejecución. Asimismo la inexistencia de seguimientos 
continuos en las instituciones ya habilitadas no permite garantizar que las mismas conserven las condiciones 
adecuadas". 


Esto no lo dice la oposición ni el Parlamento; ¡lo dicen sus inspectores de la División Fiscalización del 
Ministerio de Salud Pública! ¡Hay que escucharlos hablar de la tarea de coordinación y de reestructura, que 
va a fortalecer ciertas áreas, cuando tienen a sus inspectores haciendo una protesta silenciosa -imagino- en la 
sede del Ministerio de Salud Pública, y vinieron al Parlamento dos veces en el año 2016 -yo hice referencia a 
la última que fue el 9 de noviembre del 2016- a decir que no están dando abasto con las tareas de inspección! 
Se justifican ocho inspectores para tabaco cuando hay veintiún inspectores para controlar todos los servicios 
de salud del país. Después tenemos que lamentar hechos que quizás ocurrieran de todas formas -no me quiero 
centrar en eso-, pero ¡cuánto ayudaría que el Ministerio de Salud Pública fuera una cartera presente, que 
tratara de reducir los riesgos y, con ello, reducir los daños! 


El Ministerio de Salud Pública ha hecho en este momento una confesión sincera, porque el señor ministro 
quitó trascendencia a la cooperativa de trabajadores. Aclaro que son muchas las personas que quedan sin 
trabajo. El Ministerio de Salud Pública tiene el rectorado en la salud; en todo caso que hable con el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en lo que refiere a su área. Hay mucha gente que tiene una situación 
laboral delicada. Me gustaría que me presentaran objetivos sanitarios. 


Fíjense el reconocimiento que hace el señor ministro que dice: "Estamos hablando de administrativos que 
capacitó el Ministerio de Salud Pública, según consta en la propia página web", Le quita relevancia, como 
diciendo: "No pedimos grandes especialistas en esta tarea; estamos hablando de administrativos”. Eso 
termina de configurar que acá se hizo una licitación, cuyo pliego demuestra que estaba direccionada a medida 
para la contratación, "a dedo", de determinada cooperativa. ¿Por qué digo esto? Porque el señor ministro 
resta importancia a la situación diciendo que son administrativos, como que cualquiera podría llegar a 
cumplir esa función. En el artículo 3, de los criterios para evaluación de las ofertas, los antecedentes de 
trabajos similares tienen la mitad de los puntos, con un total de cincuenta puntos. Si es tan irrelevante, como 
plantea el señor ministro, el tema de la cooperativa de trabajadores que realizan esta tarea de inspección, no 
se entiende que se destaque tanto en el pliego haber cumplido una tarea similar. 


(Murmullos.- Interrupciones) 


———Advierto que en esto voy a ir a fondo; mi próximo paso será solicitar las actas de las cooperativas, y ya 
que no contestaron quiero saber si hay otras cooperativas, porque esto no huele bien... 


(Murmullos.- Interrupciones) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Redondee, por favor. 


SEÑOR LEMA (Martín).- Esto viene al caso porque acá se habla de fortalecer la rectoría, de la reestructura 
para fortalecer la fiscalización, del mundo moderno, de las tareas inspectivas, como dijo el señor ministro, 
pero después tenemos que lamentar un montón de hechos. Cuando salimos públicamente nos dicen: "¿Por 
qué no lo discuten?". Cuando lo discutimos acá nos dicen: "Está fuera de tema". Estamos diciendo que el país 
invierte mucho en salud, pero que la anarquía en el control genera graves perjuicios. Por lo tanto, me parece 
muy importante discutir este tema. Es más: este tema es básico. 


Reitero que quiero saber si hay otras cooperativas, qué credenciales tienen para tareas inspectivas y si, en 
definitiva, les conforman. Hay veintiún inspectores en la dirección de fiscalización, y por más que ellos 
mismos dicen que son totalmente insuficientes para realizar esta tarea, me gustaría que lo dijeran 
expresamente. Capaz que a criterio del Ministerio de Salud Pública son los necesarios. 


Por último, el Ministerio de Salud Pública planteaba analizar este tema en forma global, como diciendo que 
si se centraba en el detalle, aparecen algunas cosas que podrían ser cuestionables. pero en lo global, no. Sin 
embargo, para las metas trazadas por el propio Ministerio de Salud Pública, según surge del informe del 
desempeño del Inciso, solamente el 30% de las metas fueron cumplidas en el año 2016. Entonces, mirándolo 
en forma global, tampoco podemos arribar a conclusiones muy optimistas. 


En conclusión: el sistema informático moderno, no sé qué refiere y no sé cómo será la habilitación de un 
montón de aspectos y el control cualitativo de la salud. Tenemos que evitar convertirnos en el país del papel; 
tenemos pasar a una asistencia que no sea de "Cumplido", sino que se demuestre que hay interés en fortalecer 
la calidad de atención a los usuarios. Creo que en este sentido se está fallando y que está en el debe la tarea 
de rectoría. También me gustaría saber si al señor ministro le parece que veintiún inspectores en división 
fiscalizaciones son suficientes para una tarea tan compleja. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda pendiente el tratamiento de una serie de artículos que son importantes y me 
gustaría que se consideraran ahora. 


He sido tolerante y creo que tanto ayer como hoy se habló bastante de salud. Quedó clara la opinión que al 
respecto tiene el señor diputado Lema. Me gustaría que entremos a hablar sobre el articulado, lo que nos 
parece bien o mal de los artículos, sin adjetivar, pues ello complica la tarea de todos. Ya tenemos el tiempo 
bastante limitado y tendremos oportunidad de manifestarnos libremente en Cámara. 


De todas formas me parece correcto que algunos aspectos se planteen, aunque hay una Comisión de Salud 
Pública donde el señor ministro puede asistir y hablar extensamente de todos estos temas. 


Estas cosas son las que pido a la comisión a los efectos de poder llevar adelante el debate lo mejor posible. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Con respecto a la creación de la Junta Nacional Reguladora de 
Medicamentos y Afines, en 2010, el Consejo Directivo de la Organización Panamericana de la Salud aprobó 
por resolución CDSO0R9 sobre el fortalecimiento de las autoridades nacionales reguladoras de medicamentos 
y productos biológicos, una propuesta para generar organismos regulatorios nacionales de medicamentos a 
los efectos de garantizar la calidad, inocuidad y eficacia de los mismos y designar autoridades reguladoras de 
referencia a nivel regional que cooperen con el proceso de calificación de las autoridades nacionales. 


Es decir, a partir de 2010, la Organización Panamericana de la Salud promovió que los distintos países de 
referencia de la región fueran calificando sus autoridades nacionales en este tema en función del 
cumplimiento de una serie de requisitos que se proponen. 


Uruguay inició este proceso de autoevaluación en el 2014 con el apoyo de la OPS y ha continuado trabajando 
ininterrumpidamente hasta la fecha. Las funciones básicas de las autoridades nacionales involucran, 
fundamentalmente, a las divisiones de fiscalización y evaluación sanitaria del departamento de 
medicamentos. 


La Ley N? 15,443 de 1983 establece que quedan sometidas a las disposiciones de la presente ley y a las 
reglamentaciones que el Poder Ejecutivo dicte la importación, representación, producción, elaboración y 
comercialización de los medicamentos y demás productos a fines de uso humano. El Ministerio de Salud 
Pública unificará, bajo su dependencia, las funciones necesarias a los efectos de proceder a la aplicación de la 
presente ley. Es decir que hay una propuesta a nivel internacional de la Organización Panamericana de la 
Salud que promueve que las autoridades nacionales que controlan la calidad de los medicamentos se 
involucren con las disposiciones que promueve dicha organización a nivel regional. De alguna forma la OPS 
tiene la facultad o la competencia de ir acreditando a las autoridades regulatorias nacionales en un nivel 
cuatro, que es el que se busca, a fin de que dé garantías suficientes en lo que tiene que ver con los controles 
de los medicamentos. 


Quiero dejar en claro que el Ministerio de Salud Pública tiene -porque es de su competencia- en su órbita 
áreas que controlan la calidad de los medicamentos que se comercializan en el país. Lo que se promueve por 
la OPS es que la organización que funciona en cada uno de los países cumpla con una serie de requisitos para 
ser acreditada a nivel regional a los efectos de la importación y, sobre todo, la exportación de medicamentos, 
no solo a nivel regional, sino internacional. 


En ese marco, hemos recibido múltiples planteos de la industria farmacéutica nacional en referencia a las 
dificultades que actualmente existen para la exportación de productos de fabricación nacional. La industria 
nos expresó que desde el país de destino se solicita que el producto sea elaborado en un país cuya autoridad 
reguladora de medicamentos esté reconocida por la Organización Panamericana de la Salud como de 
referencia regional. Para poder exportar hoy, la industria nacional requiere que ese producto que se va a 
exportar pase por alguna autoridad nacional que esté habilitada o acreditada por la OPS como autoridad 
sanitaria. 


Desde 2014 a la fecha, se han venido dando pasos a los efectos de esa acreditación de manera tal que no 
suceda como hoy, en que la producción nacional que se va a exportar primero tiene que pasar por un país que 
tiene un laboratorio acreditado para recién ir al lugar de destino de la exportación. Tenemos esa dificultad por 
no estar en la lista de organizaciones que están acreditadas como autoridades reguladoras por la OPS. 


Para dar algunos ejemplos, en el continente hay autoridades reguladoras en Estados Unidos, Canadá, México, 
Cuba, Colombia, Chile, Brasil y Argentina. Este es el estado de situación en el continente y, obviamente, 
nosotros estamos en déficit en ese aspecto. Entonces, a través de una serie de artículos, estamos planteando la 
creación de una autoridad que comience los procesos que de alguna forma solicita la Organización 
Panamericana de la Salud para poder acreditar como unidad reguladora de medicamentos y afines. 


En el artículo 143 se crea un inciso que tendría los objetivos del registro, vigilancia, control de la importación 
-acá vamos a hacer una corrección al texto e incorporar 'exportación' porque habla de comercialización y 
queremos que quede más aclaro- de medicamentos y productos afines de uso humano así como el control de 
uso legal de sustancias químicas controladas y la prevención de desvíos al mercado ilícito. 


El artículo 144 establece que la Junta Nacional Reguladora de Medicamentos y Afines tendrá los siguientes 
miembros, designados por el Poder Ejecutivo, los que tendrán carácter honorario: un representante del 
Ministerio de Salud Pública, que la presidirá; un representante del Ministerio de Economía y Finanzas y un 
representante del Ministerio de Industria, Energía y Minería. La idea es que esta Junta sea algo así como una 
ventanilla única que se vincule con las distintas competencias y, entre ellas, las del ministerio, que son 
propias e indelegables, con las competencias de otros organismos del Estado que, también, en algún 
momento, tienen que ver con el tema que nos trata de la autoridad regulatoria. 


El artículo 145 hace referencia a las competencias del presidente de esta Junta y la forma de funcionamiento. 
En su oportunidad, el decreto reglamentario entrará en detalles en cuanto a los procesos y microprocesos 
vinculados a las resoluciones. 


En el artículo 146 se crea el Programa 441, Rectoría de Salud, la Unidad Ejecutora 107, que se llama 
Dirección General de Regulación de Medicamentos y Afines. Es una nueva unidad ejecutora que estará en la 
órbita del ministerio y será la que presida la Junta Nacional Reguladora de Medicamentos y Afines junto con 
el resto de los ministerio. 


El artículo 147 establece que se facultará al Poder Ejecutivo -a propuesta del Ministerio de Salud Pública- 
para adecuar sus programas y redistribuir los créditos presupuestales a los efectos de atender los costos y 
funcionamiento de la misma. 


El artículo 148 hace nuevamente referencia a la Unidad Ejecutora 107 y el cambio se reitera y, sería, 
Dirección General de Regulación de Medicamentos y Afines, con un cargo de particular confianza de director 
con idoneidad técnica, el que quedará comprendido en el inciso c) del artículo 9? de la Ley N” 15.809 de 8 de 
abril de 1986, modificativas y concordantes. 


Al finalizar esta sesión, haremos llegar las modificaciones al texto. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- No llego a entender la necesidad de crear la Junta Nacional Reguladora de 
Medicamentos y Afines. 


En primer lugar, me gustaría conocer cómo queda la actual dependencia, oficina o dirección que es la que 
autoriza el registro de los medicamentos una vez que estos han cumplido todas las etapas técnicas necesarias. 


En segundo término, quisiera saber cuál es la necesidad de crear esta nueva unidad. Lo más llamativo es que 
se trata de una Junta Nacional que regula los medicamentos, pero el Ministerio de Salud Pública tiene 
minoría; esto es muy llamativo. O sea que la mayoría está en la visión económica y no de la salud. Eso a mí 
me llama mucho la atención. Parece tener una función de control, y si es así ¿dónde están los usuarios a los 
que se les ha dado participación, precisamente, en la gestión de los servicios de salud? No hay un lugar desde 
donde aquellos que son los que reciben los servicios públicos puedan estar controlando u opinando. 


Parecería que el Ministerio de Industria, Energía y Minería debería de estar para proteger los intereses de la 
industria nacional frente al enorme poderío que tienen las corporaciones internacionales en la industria del 
medicamento, pero tampoco vi que eso estuviera muy explícito. Sí advierto que la presencia de aquellos que 
tienen la mirada desde la salud pública, o no está, o está en minoría en este nuevo órgano que tiene una 
función reguladora que parece ser bastante importante. 


SEÑOR LEMA (Martín).- En la misma línea que el diputado Gandini, me gustaría saber cuál es la evaluación 
que se hace hasta el momento por parte del Ministerio de Salud Pública antes de proceder a esta creación. 


Por otra parte, consulto si eso a que se hace referencia en cuanto la OPS es uno de los requisitos para 
acreditar a Uruguay como autoridad regulatoria nacional de medicamentos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Hoy decíamos en la introducción que la ley orgánica de 1934, 
donde se definió un conjunto de roles del Ministerio, de la autoridad sanitaria, identifica que la Dirección 
General de la Salud se encuentra directamente bajo la supervisión del MSP -es una unidad ejecutora- y bajo 
esta dirección se encuentra un conjunto de estructuras -vinculadas a áreas, divisiones y departamentos, tal 
como refirió la doctora Raquel Rosa: a las funciones regulatorias- que no solo abarcan la regulación del 
producto, sino también de los servicios de salud. Es decir que desde el punto de partida, desde el principio de 
la conformación del organismo Ministerio de Salud Pública, en el área propia de la rectoría de la Dirección 
General de la Salud, conviven servicios y productos. Y uno de los requisitos que tienen las propuestas de las 
autoridades reguladoras -que tienen distintas denominaciones y formatos en el mundo, con diferentes 
nombres y dependencias- es, precisamente, que se separen los servicios de los productos; es decir, que el área 
de productos, de medicamentos sea autónoma. 


En algunos países del mundo, se ha adoptado la forma de agencias de medicamentos y, en otros, de 
instituciones o institutos dependientes de los ministerios. Es decir, que hay distintos formatos que pueden 
entenderse razonables en todos los casos, siempre y cuando, vayan cumpliendo con las disposiciones que 
establece la OPS para su funcionamiento. 


Básicamente, en este caso, la idea es crear una unidad ejecutora Dirección General de Regulación de 
Medicamentos y Afines, y entra en funcionamiento una junta que articula a distintas dependencias. En lo que 
tiene que ver con las competencias del Ministerio, las normas vinculadas con decreto reglamentario van a 
especificar qué atribuciones, que son propias de la autoridad sanitaria, estarán preservadas en esa unidad 
ejecutora que se conforma. La junta habilita a que los distintos organismos del Estado, con los que se vincula 
en los procesos de comercialización de productos, estén armonizados en este organismo, oficiando de algo 
así como una ventanilla única que permita identificar la mayor eficiencia y eficacia en los sistemas de 
contralor. 


Reitero que en todos los casos el decreto reglamentario va a preservar que las funciones sustantivas que 
tienen que ver con la vigilancia sanitaria estén en la órbita de esta unidad ejecutora que se crea. 


SEÑORA RODRÍGUEZ (Gloria).- Quisiera realizar algunas consideraciones generales, planteando dos 
preguntas muy puntuales al señor ministro. 


En primer lugar, me gustaría saber si en el presupuesto tiene previsto el reconocimiento de la especialidad de 
enfermería en los servicios de alta complejidad de los que hablábamos: CTI de adultos, pediátrico, block 
quirúrgico, emergencia. 


En segundo término, quisiera saber cuál es la opinión del señor ministro con respecto al cambio de auxiliar 
de enfermería a enfermería técnica. 


Muchísimas gracias. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Entiendo a la señora diputada: estos temas son apasionantes, 
pero no están en consideración en el articulado. Precisamente, con la Facultad de Enfermería y con distintos 
actores del sector salud -vinculados a la problemática del trabajo en esta área-, estamos analizando la 
problemática que plantea la señora diputada y otras vinculadas a la dotación, distribución y pertinencia del 
funcionamiento del área de enfermería en todo el territorio nacional. 


Obviamente, se trata de un tema que tiene muchas facetas y ha tenido distintas respuestas en el mundo y, 
como dije, es un planteo que estamos analizando. Tenemos un problema identificado en torno a la dotación 
del personal de enfermería en el sistema de salud, si bien hemos venido mejorando en ese sentido. 
Precisamente, junto con la Facultad de Enfermería, se ha visto la posibilidad de que los auxiliares de 
enfermería, a través de un curso más rápido, puedan pasar a licenciados. Eso está muy vinculado a la calidad 
de atención, porque es imposible trabajar en calidad de atención sin el desempeño de enfermería. Por eso hay 
toda una serie de propuestas vinculadas con la carrera de enfermería, que es de lo que habla la señora 
legisladora, que estamos analizando en el área de recursos humanos, porque hemos recibido a distintas 
delegaciones -seguramente, la señora diputada también- con este tipo de planteos. 


En definitiva, no se hace una propuesta en tal sentido en este articulado: todavía estamos estudiando el tema. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Como es de estilo, la idea no es discutir el tema aquí, pero sí preguntar para 
entender, por lo que yo quisiera formular algunas interrogantes más. 


Yo quiero entender cuál es la propuesta que se nos hace llegar desde el punto de vista institucional. Primero, 
se crea un órgano desconcentrado llamado Junta Nacional Reguladora de Medicamentos y Afines al que se le 
establecen cometidos y se encomienda al Poder Ejecutivo agregarle otros, y tiene una integración de 
representación de tres ministerios. O sea que, cada uno de los integrantes de ese órgano desconcentrado, que 
son tres, tendrá su representación, salario y vínculo laboral con el ministerio al que representa y no hay más 
nada allí: hay cometidos y tres personas. 


Luego, se crea una unidad ejecutora dentro del ministerio que tiene exactamente el mismo nombre: hay una 
junta nacional, como organismo desconcentrado, y el proyecto dice" Créase en el Inciso 12 'Ministerio de 
Salud Pública', Programa 441, 'Rectoría en Salud", la Unidad Ejecutora 107 'Junta Nacional de Regulación de 
Medicamentos y Afines"". Entonces, se redistribuyen créditos de otras unidades ejecutoras, y supongo que 
funcionarios, y se crea un cargo de particular confianza de director: no se establecen cometidos. O sea que 
hay una Junta Nacional de Regulación de Medicamentos y Afines -de carácter representativo, que tiene 
competencias, que tiene su presidente, donde el Ministerio de Salud Pública es minoría-, que funciona bajo la 
órbita del MSP, pero es un órgano desconcentrado, y hay una unidad ejecutora, que tiene un director de 
particular confianza, que es el director de eso mismo. En verdad, por lo menos, se presta a confusión, porque 
hay un director de una junta que es dependiente directo del señor ministro, pero hay una junta, que es un 
desconcentrado, que funciona en la órbita del ministerio y se llama igual. 


Entonces, me gustaría entender bien cuál es la naturaleza institucional que se le pretende dar a esta nueva 
organización. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Precisamente, iba a decir que cuando tratamos el contenido de 
los artículos, hice referencia a que vamos a modificar la terminología que alude a la unidad ejecutora: 
"Dirección General de Regulación de Medicamentos y Afines". Es decir que la unidad ejecutora no tiene el 
mismo nombre: lo estamos modificando. La unidad ejecutora se llama "Dirección General de Regulación de 
Medicamentos y Afines". 


Por lo tanto, la propuesta es modificar esos términos en los artículos 146 y 148, porque coincido con el señor 
legislador en el sentido de que esto daba para confusión. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Ahora se comprende mejor, pero me surge la pregunta acerca de cuáles son los 
cometidos de esta dirección general. Acabamos de dar todos los cometidos a la junta nacional. Entonces, 
¿cuál sería el cometido de esta unidad reguladora que tiene un director, un cargo de particular confianza, que 
va a tener créditos, etcétera? ¿Qué tarea tiene? Acá no se define. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Las funciones inherentes a la política de medicamentos en la 
competencia que establece este Inciso, obviamente, están vinculadas a las de rectoría. Por lo tanto, esa unidad 
ejecutora es la representación en la rectoría de la temática vinculada a medicamentos. 


Lo que establece este Inciso es que esa unidad ejecutora preside esa junta; por lo tanto, el decreto 
reglamentario establecerá las competencias que son propias del Ministerio de Salud Pública en el marco del 
funcionamiento de la junta. 


La idea es cumplir con los requisitos de las autoridades regulatorias que son, precisamente, la separación del 
área de productos y servicios y que se tenga una institucionalidad con determinada jerarquía. Estos son parte 
de los requisitos que plantea la Organización Panamericana de la Salud para calificar como autoridad 
regulatoria. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Quisiera que el señor ministro aclarara más el fundamento de la creación de la 
Junta Nacional Reguladora de Medicamentos y Afines, porque, sinceramente, no termino de entender. 


Se comprende claramente lo que corresponde a las funciones de rectoría que se crean con una mayor 
autonomía e independencia en el ámbito del ministerio, lo cual parece absolutamente razonable en función de 
las exigencias en materia de certificación de medicamentos, pero no termino de entender la creación de esta 
junta nacional reguladora. Por supuesto que en el tema de los medicamentos hay un componente industrial, 
existe una industria de carácter farmacéutico, pero hay una valoración que está en función de la salud, es 
decir, de que en definitiva esos medicamentos sirvan desde el punto de vista de la salud. 


Supongo que en ese aspecto, por su escala, a la hora de autorizar la comercialización de medicamentos, 
Uruguay tiene particularmente en cuenta las valoraciones de las agencias que, por cierto, corresponden a 
países muy desarrollados. En ese sentido, las valoraciones que se hagan por las agencias de Estados Unidos y 
de la Unión Europea son de referencia para la autorización de medicamentos en el Uruguay. 


Por tanto, pediría al señor ministro que aclarara el alcance de la creación de esta Junta Nacional Reguladora 
de Medicamentos en el artículo 144, puesto que no se establece claramente su función. De acuerdo con lo que 
se ha dicho, esto quedaría reservado al decreto que dictaría el Poder Ejecutivo, y por eso nuestra 
preocupación. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Es muy pertinente la pregunta. De alguna forma, lo que hemos 
identificado nosotros a partir de este fenómeno -que es muy auspicioso en nuestro país-, es el crecimiento de 
la capacidad de exportación de medicamentos, particularmente, hacia países de la región. La industria 
nacional, para poder exportar hoy, tiene que enviar, previamente a que se concrete la comercialización, a 
algunos de los países de la región que están acreditados por la Organización Panamericana de la Salud como 
autoridad sanitaria. No solamente me refiero a las agencias de los países más desarrollados sino, incluso, a las 
de la propia región; concretamente, México, Chile, Argentina y Brasil. En cada uno de ellos tiene distintos 
formatos. En algunos, tiene una estructura de agencia, con más cercanías hacia la Presidencia de la 
República; en otros dependen de los Ministerios. 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Germán Cardoso) 


Nosotros entendemos que en nuestro caso, por razones de escala y por no crear una estructura 
sumamente onerosa y compleja, parece razonable hacerlo en el ámbito del Ministerio. La vinculación con 
estos otros Ministerios tiene que ver con los procesos de comercialización. Parece razonable que se oficie 
una ventanilla única y que permita en el ámbito de la Junta resolver las distintas dificultades que nos ha 
manifestado la industria, a los efectos de ser lo más eficientes posible. Reitero: el decreto reglamentario, 


precisamente, establecerá cuáles son las propias competencias del Ministerio al que, como autoridad 
sanitaria, obviamente, le competen las generales de la ley, a los efectos del proceso de rectoría. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Atendiendo a lo manifestado por el señor ministro, creo que sería oportuno que en 
el artículo 144 se hiciera claramente una definición de los cometidos, porque se está creando una Junta 
Nacional a la cual no se le establecen cometidos y quedan reservados al ámbito del decreto que dictará el 
Poder Ejecutivo. Me parece que, por lo menos, los cometidos de carácter general, deben estar establecidos en 
el artículo en el que se plantea la creación de la Junta. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Dado que, precisamente, vamos a hacer por escrito las 
propuestas de modificación, también ajustaremos el texto, atendiendo las inquietudes del señor legislador. 


SEÑOR LEMA (Martín).- En virtud de que se han hecho consultas generales en este bloque de artículos, 
quiero decir que, en el día de ayer -me imagino que el Ministro de Salud Pública ya lo tiene presente-, en la 
Comisión de Salud Pública y Asistencia Social de la Cámara de Representantes se votó por unanimidad el 
proyecto de ley de salud mental con modificaciones, que vuelve al Senado. Seguramente, como hay consenso 
en los partidos políticos tenga gran celeridad el trámite posterior. 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Pozzi) 


———Queremos felicitar la labor y la preocupación que se ha puesto de manifiesto a través de la recepción de 
delegaciones por parte del Ministerio de Salud Pública, la que nos consta según los testimonios de las 
mismas. Así que con mucho gusto tratamos de dar lo mejor a fin de aprobar el proyecto de ley en cuestión. 
Uno de los argumentos que se ha dado por parte de legisladores del Frente Amplio -que yo creo que fueron 
atendibles- para darle celeridad al tratamiento, entre otros, fue el hecho de que estamos en instancias de la 
rendición de cuentas y cuanto antes se pudiera anticipar el panorama iba a ser más positivo a la hora de saber 
cómo se iban a destinar recursos tendientes al cumplimiento de este proyecto de ley, que calculamos que, en 
breve, será derecho positivo. 


En este entendido y también en el afán de que creo que nadie quiere que solamente quede en un texto legal, 
es que se necesitan recursos para su cumplimiento. Entonces, la pregunta concreta es qué previsión se maneja 
por parte del Ministerio de Salud Pública y para qué año, a fin de dotar de mayores recursos al ámbito de la 
salud mental y así poder cumplir con el texto legal que se establece. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- La verdad es que, en el día de ayer, quedamos muy satisfechos 
con la noticia porque fue un trabajo muy arduo, como muy bien dice el señor legislador, entre un conjunto de 
organizaciones vinculadas al tema de la salud mental desde las distintas áreas, tanto la social, de pacientes, la 
academia con sus múltiples facetas y las instituciones de derechos humanos. Pensamos que es una de las 
leyes más trascendentes desde el punto de vista de las políticas de salud mental, porque las referencias 
previas datan de 1936 y 1948. En realidad, desde el punto de vista legislativo es un salto de singular 
importancia. Ese cambio de paradigma que propone el marco legal, requiere poner en práctica una serie de 
instrumentos porque, inclusive, en las modificaciones del texto se pone una fecha para el cierre de las 
colonias. De alguna manera eso va a generar un desafío importante, y no solamente para el sector público, 
sino también para el privado, a los efectos de desintitucionalizar a los pacientes de los sanatorios, 
especialmente psiquiátricos, e internarlos en unidades dentro de hospitales generales. Es decir, es un desafío 
para todo el Sistema Nacional Integrado de Salud, acompañar este proceso muy importante desde el punto de 
vista legal. 


Obviamente, estamos procesando el proyecto de salud mental porque el marco legal requiere los aspectos 
reglamentarios y un plan que dé norte y vaya viabilizando estas distintas estructuras que se desarrollan hoy 
en el mundo y que nuestro país, lenta pero progresivamente, ha comenzado a instalar. Reitero: eso lo estamos 
trabajando con todos los prestadores, no solamente con los públicos, porque significa un cambio de 
paradigma, ya que el sector público era exclusivamente el responsable de la atención del paciente 
psiquiátrico, sobre todo cuando las propias disposiciones existentes establecen ciertas limitaciones para 
pacientes crónicos. El seguimiento de todo esto lo haremos oportunamente, pero quedamos gratamente 
satisfechos por la resolución del día de ayer. 


En cuanto al articulado vinculado al bloque que tiene que ver con el sistema de urgencia y emergencia, uno 
de los desafíos que tenemos como Sistema Nacional Integrado de Salud es que sea cada vez más nacional, 


más integrado. Estamos hablando de cuarenta y tres prestadores, cada uno con sus particularidades, escalas, 
cultura institucional, con su forma de funcionamiento, que se tienen que ir alineando a este proceso para 
lograr una mayor sinergia, una mayor complementación, para que, eventualmente, el escenario de 
competencia, que no lo negamos, se vaya fortaleciendo en el sentido de las buenas prácticas y de mejorar la 
calidad de la atención como indicador del diferencial que estimule el propio desarrollo institucional. Pero hoy 
nos encontramos en una situación que nos parece pertinente resolver, porque, a pesar de los convenios de 
complementación existentes, se da con mucha frecuencia trasladados fuera del ámbito de cobertura de un 
prestador. Estamos hablando básicamente de los privados porque ASSE obviamente es el que tiene la red 
asistencial más grande; tiene novecientos puestos de atención y cobertura en áreas urbanas y rurales. Buena 
parte de los prestadores privados no tiene cobertura a nivel nacional, salvo algunos, por ejemplo vinculados a 
Fepremi, que nuclea a veintidós prestadores, a través de una serie de acuerdos. 


Pretendemos que, cuando buena parte de la población, por distintas circunstancias, se encuentre fuera del 
departamento de residencia, donde el prestador le garantiza la atención integral, y tenga una situación que no 
sea de carácter de emergencia -porque en esas circunstancias ningún prestador puede hacer omisión de 
asistencia-, es decir que no esté en riesgo la vida, pero requiera una respuesta rápida e inmediata, de alguna 
forma pueda acudir a cualquier prestador integral del Sistema Nacional para ser asistido y se genere una 
comunicación entre ese prestador receptor y el prestador original, al cual el usuario está formalmente 
afiliado, para ver la manera de resolver el problema asistencial. Hago estas aclaraciones porque en muchas 
oportunidades sucede que el prestador que recibe un paciente -que no es afiliado- para ser atendido en 
carácter de urgente, se comunica con el prestador original, quien le envía una ambulancia, y de alguna 
manera se hace cargo de la atención, pero en algunas circunstancias eso no se ha dado, por ejemplo, porque 
las distancias son largas o porque no están dadas las condiciones. Entonces, esto habilita que se generen 
prestaciones de las que el prestador original después tiene que hacerse cargo a través de un clearing o cuenta 
corriente, que administrará la Junta Nacional de Salud, de manera que el prestador que finalmente se hace 
cargo de una atención de urgencia de una persona que no es usuaria del mismo, reciba el pago 
correspondiente por dicha prestación. Esto, que parece muy importante y lo es, requiere -es el trabajo que 
está planteado en el propio texto del decreto- la identificación precisa de precios de referencia de las distintas 
situaciones de urgencia. Este es un tema muy importante, porque en general, en términos de aranceles, 
tenemos una enorme heterogeneidad entre los prestadores, lo que dificulta los convenios de complementación 
y genera muchas veces situaciones como, por ejemplo, que en un departamento, un prestador que quiera 
comprar un servicio, se enfrente a precios diferenciales. Muchas veces eso atenta con la posibilidad de que 
finalmente se generen convenios de complementación. Para ser más explícito, hay aranceles dentro de las 
instituciones de Fepremi que son diferentes, lo que determina, por ejemplo, que los convenios de 
complementación con ASSE también se encuentren con mecanismos de intercambio de servicios fuera de la 
lógica del Sistema Nacional Integrado de Salud. El avanzar en precios de referencia es avanzar en habilitar 
con más fortaleza los procesos de complementación entre los prestadores sobre bases más claras en materia 
de costos asistenciales en el tratamiento de las distintas situaciones definidas como de urgencia. 


Esto se ha trabajado mucho en la Junta Nacional de Salud, en cuyo funcionamiento también participa ASSE 
-si bien no en carácter institucional-, lo que entendemos que está muy bueno por sus dimensiones, por su 
carácter de principal prestador. 


Con esta determinación de los precios de referencia va a poder ser más claro el intercambio de servicios entre 
los prestadores, evitando efectos monopólicos y, por lo tanto, sobrecostos o dificultades para que podamos 
racionalizar los servicios y la distribución de los recursos en todo el territorio 


Tratamos de promover que no se incorpore tecnología donde ya existe. Por ejemplo, un fenómeno bastante 
frecuente es que haya prestadores que soliciten al Ministerio que les habilite la compra de un equipamiento 
de alto porte y se les responde que no se justifica porque a una distancia muy próxima a esa localidad ya 
existe uno. Entonces, se les sugiere hacer un convenio de compraventa de servicios que habilite a que no se 
siga sobreagregando tecnología que finalmente incrementa los costos del sector salud. Aparece como una 
limitante el hecho de que el arancel que fija el que tiene el equipo está sobredimensionado, fuera de mercado 
-por decirlo de alguna manera-, lo que dificulta la racionalización en la distribución de los recursos. 


Nos parece que determinar los precios de referencia es muy importante. Lo han pedido los propios 
prestadores y les hemos dicho en muchas oportunidades que no es intención del Ministerio entrar en aspectos 
de microgestión, pero este es un aspecto que hace, precisamente, al fortalecimiento de los convenios de 


complementación, a la posibilidad de poner en situaciones similares al conjunto de los prestadores, 
favoreciendo seguramente al prestador público y evitando muchas veces la sobreestimación de precios que 
hace el prestador privado cuando tiene el carácter de monopólico u oligopólico en determinadas zonas del 
territorio. 


De alguna forma este tema nos va a servir en varios aspectos. No queremos decir que este precio de 
referencia finalmente sea el que termine generando el intercambio de prestaciones, pero sí va a ser el techo 
por debajo del cual los distintos convenios de complementación -obviamente, en función de convenios 
heterónimos- puedan acordar otras fórmulas, pero por lo menos vamos a evitar una realidad existente de 
sobreprecios que genera dificultades a la hora de estimular los convenios de complementación, que es uno de 
los aspectos sustantivos de la integración del sistema y de seguir evitando el exceso y la mala utilización de 
los recursos existentes entre los cuarenta y tres prestadores que integran el Sistema Nacional Integrado de 
Salud. 


SEÑOR LEMA (Martín).- Quiero hacer una consulta. ¿El ministro hizo referencia a los artículos 149 a 156? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sí. 


SEÑOR LEMA (Martín).- Creo que sería conveniente el desglose de estos artículos y que sean enviados a la 
Comisión de Salud Pública y Asistencia Social para su tratamiento porque acá hay temas sustanciales de 
objetivos sanitarios que en varios aspectos no refieren, precisamente, a la materia presupuestal. 


Me parece que si podemos discutir estos artículos en forma pormenorizada en ese ámbito, sería una buena 
cosa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comprenderá, señor diputado, que eso va a suceder cuando discutamos los artículos 
en esta Comisión. Si el planteo de su partido es ese, lo analizaremos; queda clara su intención. 


SEÑOR GROBA (Óscar).- Los integrantes de la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda 
hemos recibido una información de cada uno de los artículos que aquí se han planteado, del 139 al 157, en 
tres bloques, cada uno con la argumentación correspondiente; va a ser potestad de los integrantes de esta 
Comisión analizarlos luego. 


Todos hemos hecho preguntas al respecto que han sido muy bien respondidas por los invitados, así como 
ocurrió en el día de ayer, con la presencia de la delegación de ASSE, que comprende los artículos 210 a 213. 


Quería decir que para los integrantes de esta Comisión es fundamental no solo la presencia de los invitados 
que estamos recibiendo hoy, sino la de todos los que ya han pasado por aquí, a los efectos de poder analizar 
con la seriedad correspondiente, y con la responsabilidad que a los integrantes de esta Comisión nos convoca, 
todo el articulado de la rendición de cuentas; de todas maneras, hago especial hincapié en esta delegación, en 
la calidad de la discusión y de la información recibida. Por lo tanto, nos queda agradecerles y reconocerles la 
disposición; nos consta que el Ministerio de Salud Pública, así como ASSE, han venido innumerables veces 
al Parlamento a las distintas comisiones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda les agradece su 
presencia. 


(Se retira de sala la delegación del Ministerio de Salud Pública) 


(Ingresa a sala una delegación del Instituto Nacional de Evaluación Educativa, Ineed) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a la delegación del Instituto Nacional de Evaluación Educativa 
(Ineed) integrada por la señora Alex Mazzei, presidenta, y los señores Alejandro Maiche, Pablo Cayota y 
Limber Santos. 


SEÑORA MAZZEI (Alex).- Buenos días a todos y a todas. Muchas gracias por recibirnos. Para nosotros es 
una satisfacción poder estar con ustedes y compartir no solamente estas instancias presupuestales sino 
también los avances en las investigaciones que el instituto está haciendo. Hace menos de un mes presentamos 


aquí el segundo informe sobre el estado de la educación en Uruguay; muchos de ustedes estuvieron presentes 
y seguramente otros habrán recibido el material. 


Para nosotros es muy importante estar en esta instancia ya que tenemos muchos proyectos y 
responsabilidades. El Ineed es una institución nueva, con apenas cuatro años. Podemos decir que estamos 
transitando una segunda etapa del instituto, ya que en una primera etapa se consolidó y en esta ya estamos 
avanzando en el desarrollo de programas que puedan guardar permanencia, sistematicidad y acumulación de 
información para el país, ya que ese es realmente el valor que tiene una institución de esta naturaleza. Los 
primeros datos a veces no son tan interesantes como los que surgen cuando logramos hacer análisis 
comparativos y reunir información a más largo plazo que nos permite monitorear cómo va desarrollándose la 
educación en el país. 


Nos encontramos con que en esta segunda etapa, que va desde el año 2015 al 2020, debemos desarrollar 
fuertemente el instituto. Es una época de cuidados presupuestales y de administración de los recursos, a lo 
que todos estamos dispuestos y de acuerdo. No obstante, en nuestro caso no tiene que ver con seguir 
cumpliendo con una misma línea de trabajo sino que realmente implica una nueva etapa de desarrollo que 
nos genera nuevos compromisos y nuevos presupuestos. Por eso queríamos contarles lo que estamos 
haciendo y ponernos a disposición para realizar aclaraciones. 


Quisiera referirme a las principales líneas estratégicas de trabajo del instituto para este período 2015-2020. 
Ya hablamos del primer informe sobre del estado de la educación en el Uruguay y, como ustedes saben, el 
instituto ya produjo un segundo informe. El primero se presentó en 2014 y el segundo este año, 
fundamentalmente porque no queríamos presentarlo a fin del año pasado ya que en esa época siempre se 
pierden estos materiales. También estamos trabajando en una línea muy importante que tiene que ver con una 
nueva dimensión de trabajo en el país, como la evaluación de logros de aprendizaje educativos. De esa 
manera, vamos a evaluar todo el sistema educativo, no solamente el aprendizaje de los estudiantes sino 
también la perspectiva de los docentes y de los centros educativos. A la vez, incluimos la evaluación de 
habilidades socioemocionales y no solo de lectura y matemáticas, que sabemos que son importantes, y 
también vamos a hacer un seguimiento de oportunidades de aprendizaje. Este programa es un plan nacional 
de evaluación de logros y aprendizajes del país que se presenta por primera vez. Comenzó en el pasado año 
2016 con una prueba piloto que se aplicó a tercero y sexto años de primaria. Este año se está haciendo una 
prueba piloto para tercer año del ciclo básico en su tres modalidades: secundaria, UTU y primaria, en 
séptimo, octavo y noveno. La intención es que en este año 2017 ya apliquemos una muestra de evaluación en 
tercer y sexto años de escuela. El próximo año se hará la evaluación nacional, y vamos a explicar por qué 
queremos hacerla de manera censal, lo que nos requiere más presupuesto. 


La intención, entonces, es tener un panorama completo del sistema educativo y no solo de los resultados de 
aprendizaje de los estudiantes, como solemos recoger frecuentemente a través de las pruebas internacionales 
-en algunos casos-, porque queremos tener una mirada de la institución, de las oportunidades de aprendizaje, 
de los climas institucionales y de las habilidades socioemocionales y ciudadanas de nuestros jóvenes, y 
también incluimos una preocupación por los docentes. 


Haremos un seguimiento de la cohorte, por lo que seguiremos a los alumnos de tercero al año siguiente, es 
decir en cuarto, y a los de sexto de escuela en primero de liceo, para poder analizar el tema de la brecha que 
se produce de sexto a primero. Lo mismo haremos con el ciclo básico el año que viene, una vez terminada la 
evaluación nacional -que, como decía, queríamos compartir con ustedes el porqué de la modalidad de censo-, 
ya que también el año siguiente se haría un seguimiento del alumno de tercer año a cuarto, es decir primero 
de bachillerato, que es una etapa que también nos preocupa especialmente. 


Esta es una evaluación nacional y a nosotros nos parece que es muy importante para el país. Hay acuerdo con 
todas las autoridades de la educación y todos la han visto con agrado, desde el Ministerio hasta los consejos 
desconcentrados con los que nos encontramos trabajando. A la vez, ya estamos haciendo evaluaciones en 
escuelas y probando instrumentos con docentes que están teniendo una excelente recepción a este tipo de 
trabajo. Los gremios y las asambleas técnicas también han acompañado, por lo que realmente hay una muy 
buena vinculación tanto con las autoridades como con los docentes para llevar adelante este programa que, 
como decía, empezó en 2016 y tiene continuidad. 


Nuestra preocupación surge debido a que en el marco de los presupuestos anuales a veces se generan algunos 
problemas y estos programas deben tener continuidad porque no se pueden interrumpir. Por eso queríamos 


hablar con ustedes. 


Otro tema tiene que ver con la construcción de un marco de estadísticas e indicadores educativos, al que en 
este caso llamamos El mirador educativo, que es un sistema de monitoreo del cumplimiento de las metas de 
las autoridades de la educación. Este es un sistema de monitoreo, de seguimiento de metas. Tomando el 
presupuesto nacional y las mejores prácticas educativas se está haciendo un seguimiento de cómo se está 
comportando ese presupuesto -pueden verlo en nuestra página web-, si se está cumpliendo o no, y cuáles son 
los obstáculos y posibilidades que tiene su avance. El Mirador tiene varias dimensiones: una parte de 
alumnos, una parte de docentes y otra de recursos; trata de hacer un abordaje completo. Tiene una 
originalidad con respecto a los alumnos, porque es el primer cuadro estadístico que da cuenta de un 
seguimiento por edades. No nos fijamos en la matrícula que está dentro del sistema educativo, sino en las 
edades reales que tienen los jóvenes del Uruguay. ¿Los jóvenes de doce o trece años dónde están? ¿Qué pasa 
con ellos? Por ahora llegamos a una dimensión nacional; intentamos hacerlo a nivel departamental para que 
pueda ser de mejor uso para los colectivos locales y permita un mayor seguimiento a las autoridades de la 
educación. Nos marcamos un rango meta, que es el que se propuso en el presupuesto, para los años 2015 y 
2016. A la prensa le ha resultado muy interesante la información de la página web porque le permite hacer un 
seguimiento sistemático. Esto también tiene continuidad en el desarrollo de los indicadores y en el alimento 
de este instrumento para que tenga vigencia y actualidad. 


Por otra parte, todos estos centros y ejes que pusimos tienen fundamentalmente un alimento en 
investigaciones y estudios. Ustedes ya conocen unos cuantos; otros están en proceso. Hicimos un estudio 
sobre salarios docentes comparándolos con salarios docentes de otros países y otro comparativo con otros 
salarios en el Uruguay, y fue muy interesante. Hicimos un trabajo sobre trayectorias educativas, que fue muy 
útil porque permitió advertir e iluminar algunas de las cuestiones que hay que atender con anterioridad para 
evitar fracasos y deserción de los jóvenes en el sistema educativo. Este trabajo ha tenido mucho interés y 
utilidad. Hemos seguido trabajando en el desarrollo de currículum y planes, fundamentalmente en el 
seguimiento en aula de las escuelas de tiempo completo. Estamos trabajando también con habilidades no 
cognitivas, socioemocionales de los jóvenes. ¿Cuánto de esto está presente sobre todo en los jóvenes que 
tienen condiciones económicas más desfavorables con baja de autoestima, imposibilidad de aprender y falta 
de motivación? Esas son las exploraciones que vamos haciendo en esta etapa. 


Como decíamos, también tenemos algunos trabajos que tienen que ver con el seguimiento de los estudiantes; 
nos importa mucho la voz de los estudiantes. Ustedes saben desde hace tres años estamos haciendo con la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) un estudio comparativo en el terreno 
económico y sobre el convenio con otras instituciones en lo que tiene que ver con la revisión y 
administración de recursos en la educación. La parte que tiene que ver con Uruguay está publicada en la 
página web, en inglés y en español, y la OCDE está haciendo el estudio comparativo. Nos acaban de mandar 
la primera versión que va a permitir comparar al Uruguay en el uso de sus recursos con siete países de 
Europa. No quiero distraerlos más tiempo con esto pero es muy importante. 


En cuanto al análisis presupuestal 2016-2020, en este cuadro -que ya conocen, porque lo presentamos la vez 
pasada- figura un plan que habíamos hecho en 2015 para los años 2016 a 2020: $ 77.000.000, $ 96.000.000, 
$107.000.000 y $ 122.000.000, pensando en el desarrollo de todas estas actividades. Luego, el Ministerio de 
Educación y Cultura hizo un recorte. La comisión lo recibió y a su vez hizo otro, otorgándonos para 2016 

$ 63.000.000. Para el año 2017 la ley presupuestal tenía un artículo que establecía que se abatiera lo otorgado 
a determinadas instituciones, y una fue la nuestra. Por lo tanto, de $ 70.000.000 se pasó a $ 63.000.000. En lo 
que tiene que ver con aumentos de salarios, estamos haciendo gestiones en el Ministerio de Economía y 
Finanzas para ver si logramos que se nos repongan algunos de esos rubros. 


Lo cierto es que desde nuestro plan inicial a lo que tenemos hoy hay una diferencia. En 2016 la rendición de 
cuentas nos asignó $ 63.000.000. No obstante, recibimos -este es un flujo de caja- $ 71.000.000, y los egresos 
fueron mayores a los ingresos. Ustedes se preguntarán cómo lo resolvimos, si nos faltaban $ 5.000.000 para 
2016. Lo previmos -esto ya lo explicamos la vez anterior- con reservas anteriores. El primer año, el instituto 
prácticamente no tuvo gastos, porque lo estábamos armando. La reserva de ese presupuesto la fuimos 
administrando de tal manera que nos permitiera ir completando los déficits. El problema es que ahora se nos 
terminaron los ahorros; ya nos gastamos -como decimos vulgarmente- las joyas de la abuela, y estamos ante 
una situación bastante complicada. Aquí figura el saldo; se puede desagregar por distintos rubros y ver en la 
página web el informe que mandamos al Tribunal de Cuentas y la auditoría que se ha hecho. La preocupación 


que tenemos ahora es que si miramos los costos que tienen estos estudios, que son de continuidad, para 2018 
estaríamos en alrededor de $ 24.000.000, en $ 27.000.000 para 2019 y en $ 27.000.000 para 2020. En este 
momento tenemos asignados $ 70.000.000 y tenemos los egresos por funcionamiento institucional más los 
gastos de los proyectos que queremos hacer, por lo que estaríamos necesitando alrededor de $ 106.000.000. 
Esta es una aproximación; se trata de proyectos. 


El Congreso Latinoamericano de Medición y Evaluación Educacional (Colmee) 2018 es un evento 
internacional muy importante y les estamos pidiendo que sea tratado como un evento nacional, con apoyo del 
Gobierno y del país. Van a venir a Uruguay todos los investigadores en evaluación educativa. Esto ya se ha 
hecho en Chile y en México y ahora logramos que se haga en Uruguay. El año que viene, en abril, vamos a 
tener un evento con todos los investigadores de evaluación educativa de la región. 


El último punto que les quiero plantear es que estamos muy comprometidos con una evaluación nacional 
censal, para que podamos evaluar cada escuela, cada centro educativo. No nos importan solo los aprendizajes 
de cada quien, sino contar con una información rigurosa, fundamentalmente de la educación media, sobre la 
que se ha hecho un solo censo en el año 1998. Desde entonces, no hay más datos de investigaciones en lo que 
tiene que ver con la educación. 


SEÑOR MAICHE (Alejandro).- Integro la directiva del Ineed en representación de la Udelar. 


Me parece que la presidenta ha hecho una presentación global suficiente. Quisiera llamar la atención sobre 
este último punto porque nos parece que es determinante para la posibilidad de que el Ineed pueda realmente 
aportar datos que cambien la situación donde más problemas tiene la educación, según lo que vislumbramos 
los uruguayos, que es la educación media. Hasta ahora, en la planificación del Ineed, la prueba Aristas 
siempre fue muestral por una razón de costos pero también de posibilidades técnicas. La idea de hacerla 
censal tiene que ver con nuestra valoración y con lo que hacen otros países de la región que han mostrado 
avances significativos en términos de educación, fundamentalmente con respecto a las tasas de egreso. Lo 
censal permite evaluar todos los programas piloto. Hacer una muestra que contemple el seguimiento de 
algunos programas cuando en Uruguay tenemos un montón y muy diversificados, es casi aproximarse al 
universo. Estamos realmente convencidos de que la posibilidad de hacer censal la prueba de enseñanza media 
el año que viene generaría, en términos de aprendizaje, un impacto a nivel país y la posibilidad de 
investigaciones específicas que podrían ser la puerta de entrada a las soluciones que tanto estamos 
discutiendo últimamente con respecto al fracaso en enseñanza media, considerando la tasa de egreso. 


Estamos muy jugados y comprometidos con este proyecto. Como se imaginarán, es un proyecto muy caro 
porque implica evaluar censalmente los aprendizajes de todo el sistema. La estimación que tenemos es 

de $ 18.000.000, que no es tanto en relación al presupuesto nacional pero que evidentemente genera un salto 
cualitativo para las posibilidades del Ineed. Necesitamos tener lo antes posible una confirmación o por lo 
menos una intencionalidad clara del Gobierno con respecto a soportar este tipo de proyectos para poder 
empezar a hacer andar esta máquina. 


Uno de los temas que me parece importante analizar con ustedes es si realmente vemos viable introducir una 
línea en la rendición de cuentas que asegure la posibilidad de hacer censal la prueba de enseñanza media de 
2018 y de 2021 como manera de seguimiento y de medición de los avances del sistema, porque lo censal nos 
va a permitir ver no solo por instituto, sino por estudiante, qué pasó con sus aprendizajes en un período 
repetitivo. Creo que esto es algo que vale la pena discutir al máximo nivel, y por eso lo estamos planteando. 
Mis compañeros van a hacer hincapié también en lo que ya venimos desarrollando. 


SEÑOR CAYOTA (Pablo).- Creo que en estos años de vida institucional del Ineed, corta pero bastante 
dinámica, ha quedado demostrado que una institucionalidad como esta, autónoma, independiente, plural, 
aporta a la construcción de un sistema educativo de mejor calidad desde el lugar que tenemos. Esta 
institucionalidad joven necesita fortalecerse en los próximos años. Nosotros podemos seguir utilizando las 
pruebas PISA y las pruebas Aristas, que son las que nos van a dar mayor información, pero creemos que 
debemos superar la idea de que contribuimos a la mejora del sistema educativo sacando fotografías y 
haciendo ránquines, con todo lo que ellos aportan. Debemos pasar a un proceso en el cual el Instituto 
Nacional de Evaluación Educativa pueda aportar elementos para superar uno de los problemas más graves 
que tiene la educación uruguaya, que tiene que ver con la inequidad en los resultados de aprendizaje y de 
egreso. Creo que eso no es importante solo para la educación uruguaya, sino para el país de las próximas 
décadas y creo que en esto estamos todos comprometidos en la búsqueda de soluciones. El censo, la 


profundización de las pruebas Aristas lo que buscan es crear un sistema nacional de evaluación, con técnicos 
nacionales que aporten no solo a elaborar ranking sino a buscar cuáles son las claves, los puntos, para que 
con ese determinismo social de los aprendizajes que hoy tenemos podamos encontrar insumos para generar 
políticas que superen esas inequidades de resultados que hoy lamentablemente sufrimos, a pesar de tantos 
esfuerzos que se han hecho. 


En ese marco es que precisamos un Ineed que tenga los recursos necesarios. En este caso, poco es mucho, 
porque realmente es poco lo que el instituto está solicitando en el marco del Presupuesto Nacional, pero es 
mucho en lo que tiene que ver con las políticas y los resultados que esto puede generar. 


El año pasado vinimos aquí y estábamos en el artículo del "Abátese" y así se nos abatieron los recursos en el 
marco de toda la educación uruguaya. Entendimos, en ese momento, que estábamos en el "Abátese". En este 
año, cuando el resto de la educación uruguaya está en el "Increméntese", nosotros no estamos. Entonces, 
solicitamos a esta comisión que considere que en el "Increméntese" también se encuentre el Instituto 
Nacional de Evaluación Educativa. 


Gracias. 
SEÑOR SANTOS (Limber).- Soy integrante de la Comisión Directiva del Ineed. 


Como verán, los integrantes de la Comisión Directiva procedemos de distintas instituciones y, sin embargo, 
en este punto estamos absolutamente de acuerdo, en esto que señalaban los compañeros: en la necesidad -por 
ejemplo, en este caso, planteando la evaluación de logros educativos en educación media- de que se realice 
de aquí en más en esta modalidad censal, que tiene múltiples ventajas respecto a la muestra. 


Es cierto, nosotros este año vamos a hacer la evaluación de logros educativos en Primaria a partir de una 
muestra. Eso será muy significativo y nos arrojará mucha información que, por la rigurosidad que creemos 
debe tener, nos dará insumos para la toma de decisiones políticas en el futuro. Pero, en la complejidad de 
nuestro sistema educativo, en la complejidad de los problemas que tenemos sobre todo en Educación Media, 
la idea de un censo, de la presencia de un sistema nacional de evaluación de logros educativos en todos los 
liceos, para todos los chiquilines, no solo supone el enriquecimiento de la información para futuras 
investigaciones y tomas de decisiones donde podamos ver el universo completo, sino también para instalar en 
el imaginario colectivo, en la sociedad en su conjunto y, por supuesto, en los docentes y en los estudiantes, la 
cultura de la evaluación. Esta cuestión de la cultura de la evaluación que, de algún modo, implique que nos 
miremos a nosotros mismos todo el tiempo, no de forma autocomplaciente, no en forma crítica para 
flagelarnos, sino en los términos justos que impliquen tener insumos para la toma de decisiones y mejorar los 
grandes problemas que, obviamente, a nadie le escapa que están fuertemente presente en la Educación Media, 
no solamente, pero allí particularmente. 


Por lo tanto, el planteo de realizar un censo no es solamente por el instrumento en sí, por sus ventajas 
metodológicas a los efectos de la investigación, sino también para hacer ver y marcar una presencia en la 
sociedad en su conjunto que pueda saturar las conciencias colectivas de que periódicamente vamos a tener 
una mirada que sea de la generalidad, pero que parta de lo singular, que parta del chiquilín y del liceo en 
concreto, para tener información fidedigna y que eso se transforme en un cambio cultural de nuestras 
instituciones, de nuestros docentes, de nuestros estudiantes. Esa es un poco la apuesta en el marco de una 
institución como el Instituto Nacional de Evaluación Educativa, que brinde información, pero la intención y 
el objetivo de esta información es que, de algún modo, sirva para que, en primer lugar, haya confianza en la 
rigurosidad de la información y que a partir de allí se puedan tomar las decisiones que se deba en los 
procesos de corta, mediana y larga duración para resolver nuestros problemas. 


En ese sentido, el planteo es muy concreto. Los $ 18.000.000 que se necesitan es lo que precisamos para 
instrumentar ese sistema de censo a partir del año 2018, pero como decían los compañeros, no es solamente 
para la aplicación de un instrumento, sino para la instalación de algo más que un instrumento, que tiene que 
ver con poder generar una mirada permanente y distinta a nuestro sistema educativo, que es el proceso en el 
que estamos avanzando y creo que ahí habrá un salto de calidad con este paso en 2018; un antes y un 
después. Por lo menos, nosotros lo visualizamos así y es por eso que venimos a hacer el planteo de esta 
naturaleza. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- En dos días seguidos decimos cosas muy similares. Muchas gracias 
por vuestra presencia y gracias por el trabajo que están haciendo. 


Somos muy críticos de lo que se está haciendo en la educación, excepto en la UTEC que vino ayer, 
Bachilleratos Tecnológicos que están funcionando y el Instituto Nacional de Evaluación Educativa. La 
verdad es que al principio hubo dificultades institucionales y entiendo que son propias de algo que están 
haciendo, pero el trabajo que están haciendo ustedes es verdaderamente insustituible. Además, los últimos 
enfoques que explicitaron sobre cómo hay que evaluar, que sea una evaluación nacional y con los criterios 
que ustedes expusieron -que no puedo repetir, porque no tengo el conocimiento que ustedes tienen en esto- 
hace que si queremos de verdad mejorar la educación sea absolutamente imprescindible darle recursos al 
instituto. 


El último informe, de la misma manera que el primero, ha sido sumamente ilustrativo para todos. Ustedes 
hicieron hincapié en algo científicamente irrebatible; no es un problema de opinión, sino el tema de la 
inequidad. Por eso es tan importante el tema de los estudios socioemocionales. Yo miro a la profesora 
Mazzei, con quien nos conocemos desde hace muchísimos años y sabe que hubo intentos de empezar a 
hacerlo y se frustraron. De cualquier manera, ahora se está retomando con criterios actuales. 


Es importante volver a hablar de resultados, de metas, de proyectos, de hacer un presupuesto de acuerdo a 
proyecto y, si no recuerdo mal -y pido que me corrijan- de la cifra que ustedes dijeron para hacer el estudio 
censal -que quienes nos dedicamos a la educación sabemos lo que significa aunque no seamos especialistas 
en evaluación, porque tenemos especialidades distintas-, si no hice mal las cuentas, se necesitarían 

US$ 600.000. Ustedes lo dijeron en moneda nacional pero, desgraciadamente, estamos más entrenados en 
hablar en dólares. 


Vaya mi reconocimiento y respaldo a vuestra actividad. Ustedes superan los períodos de Gobierno por las 
proyecciones que tienen de análisis. Sinceramente, es un placer contar con el instituto y con quienes lo 
integran. 


Les voy a hacer una pregunta. Acá a la comisión no vino nada de parte del Poder Ejecutivo con respecto al 
instituto, no vino el Inciso. O sea que les hicieron lo mismo que el año pasado a la Corte Electoral; no se si 
este año también fue así. Sí vino lo que ustedes piden y sinceramente en el presupuesto del Estado, 

US$ 600.000, US$ 1.000.000 es casi igual a lo que necesitamos para formación docente. 


La posibilidad de salir del estancamiento en el que estamos tiene dos patas: formación docente y evaluarnos a 
nosotros bien, científicamente. ¿En alguna oportunidad, en esta última negociación, ustedes tuvieron alguna 
propuesta del Poder Ejecutivo, que se frustró, que nos pueda ayudar a orientarnos? Porque más allá de que 
somos nosotros los que votamos, no somos los que disponemos de la Caja del Estado. Entonces, nos gustaría 
saber si hubo alguna aproximación, que después se frustró, porque no vino el Inciso. 


Hay algo en lo que coincidimos con el ministro de Economía y Finanzas, cuando vino a plantear la parte 
macro de la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal y lo que es, en realidad, un proyecto 
de presupuesto: en la calidad del gasto. Ustedes aseguran calidad del gasto que, en realidad, es calidad de 
inversión, usando las palabras de Astori. Creo que pasa por ahí salir del estancamiento, y no uso otra palabra 
para no herir susceptibilidades. Ustedes, además, mostraron en el informe que presentaron. No está en este 
momento acá, pero yo quisiera -me imagino que ustedes también- conservar al doctor Palamidessi; 
necesitamos tener técnicos de altísimo nivel, más allá de ustedes, contratados en el exterior, que vengan. Ese 
es el camino, pero para eso se necesita plata. 


Mi pregunta concreta es: ¿ustedes tuvieron alguna negociación que se frustró y que nos pueda dar una pista 
para poder conseguir plata? 


SEÑORA MONTANER (Susana).- Por el mismo camino que la diputada Bianchi, quería felicitarlos. Tener 
un Instituto Nacional de Evaluación Educativa que sea autónomo, independiente y plural, como lo dijeron, 
realmente es muy importante en un tema que al país le va la vida. 


Los logros que hemos tenido en la enseñanza han sido muy marginales: aumento de la cobertura para los 
chiquilines de cinco años y un leve aumento de egreso en Secundaria. Los déficit son grandes; los logros en 
los test, que están estandarizados, que tomó la propia ANEP mostraron un ascenso de puntaje hasta 2005 y, a 


partir de allí, empiezan a bajar sostenidamente, sobre todo en matemáticas y lenguas. Acá se habló de 
inequidades y lo vimos, en ocasión del presupuesto, en los resultados y también en los egresos. Son 
inequidades que nos duelen mucho a los uruguayos, sobre todo considerando que la enseñanza es el único 
mecanismo igualador que tenemos para que aquellos que menos pueden logren tener un verdadero ascenso 
social y así siempre lo consideró mi partido. 


La ley les otorga competencias a ustedes, pero evidentemente, si les dan competencias, pero no recursos, mal 
pueden cumplir con los mismos. En ocasión del presupuesto se les descontó un 10% de lo que aspiraban, y 
tengo entendido que no tienen ajuste automático de salarios, como otros públicos con lo que cada aumento 
por convenio se les va comiendo el presupuesto para estudios e investigaciones. Con esto aumenta la 
gravedad de la falta de recursos. Entiendo, al igual que la diputada Bianchi, que son imprescindibles los 
recursos, que sigan haciendo esas evaluaciones de sexto de primaria y de tercero de liceo. Nuestras propias 
mediciones nos colocan y nos dan también una pauta de por dónde tiene que continuar la educación, además 
del resto de los indicadores. 


No tengan dudas de que mi partido va a trabajar y hacer lo imposible para que ustedes tengan los recursos 
necesarios, para que puedan dar cumplimiento a lo que la ley los mandata, porque mal está que legislemos y 
les demos a ustedes facultades, atribuciones y obligaciones cuando no les damos los recursos para que 
puedan cumplir con los mismos. Desde ya, cuenten con nuestro apoyo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MUJICA (Gonzalo).- Quiero ir precisando un poco más vuestras necesidades en términos 
presupuestales. El abatimiento que se votó el año pasado, ¿lo cuentan para este año? 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Este año no hay modificación respecto al presupuesto de 2015 aprobado. No hay 
abatimiento. Ellos establecieron $ 63.000.000 para el año pasado y $ 70.000.000 para este año. 


SEÑOR MUJICA (Gonzalo).- Estos US$ 600.000 que están pidiendo ahora son una necesidad que tienen 
para el año que viene; es un incremento al presupuesto para el año que viene. 


SEÑORA MAZZEI (Alex).- Sí. 


SEÑOR MUJICA (Gonzalo).- Luego de que se había empezado a hacer la rendición de cuentas, se anunció 
que habrá otra. Por lo tanto, el año que viene tendrán la posibilidad de discutir los próximos presupuestos del 
instituto. Lo consulto para tener claro cuánto tenemos que buscar y en qué condiciones. 


SEÑOR GARCÍA (Mario).- Damos la bienvenida a la comisión a la directiva del Ineed. 


La evaluación es una herramienta del siglo XXI. Quiero felicitarlos por el último informe -por el primero ya 
lo hice cuando visitaron la Comisión- y decir que, para quienes no somos técnicos en materia educativa, el 
informe, más allá de los resultados, conceptualmente aclara una cantidad de cosas de las que muchas veces 
los políticos hablamos sin saber a qué nos referimos. Es la realidad. Es tan enorme el universo educativo que, 
si no tenemos claros los conceptos, es muy difícil lograr los objetivos que todos queremos, que es mejorar la 
educación, donde tenemos graves problemas, como todos sabemos. 


El último informe hace especial hincapié en una cantidad de conceptos fundamentales. Quiero rescatar y 
valorar eso, así como esa actitud que han tenido de responsabilidad en la administración de los recursos, 
cuando al comienzo de la vida institucional se guardaba lo que sobraba. Lamentablemente, hoy esa no es la 
realidad. 


Entiendo que los US$ 600.000 son para el programa Aristas y que además están faltando $ 30.000.000, de 
acuerdo con su programación. En el segundo año $ 1.300.000 y en el tercer año $ 1.800.000 
aproximadamente, a valores de hoy. Si esos recursos no se encontraran, ¿qué procesos evaluatorios se 
interrumpirían? Llorar mañana no sirve de nada; el esfuerzo lo tenemos que hacer hoy. Estas son cosas que 
no pueden comenzar otra vez mañana o cuando mejore la situación del país. El país está mejorando; hemos 
visto que las previsiones de crecimiento han variado favorablemente. En el universo educativo, de más de 
US$ 2.000.000.000, es responsabilidad de todos hacer un esfuerzo por el Ineed, por la UTEC, que son 


institutos nuevos, incipientes, modernos, que dan resultados comprobados. Me consta que todas las bancadas 
están preocupadas, y también el Gobierno, por el tema educativo. 


El último informe del Ineed ha puesto sobre la mesa la realidad, que nadie discute. Antes se discutía la 
necesidad de la evaluación. Hoy ya nadie lo discute; pasó esa etapa de discutir si era necesario evaluar, no 
evaluar o quién debía hacerlo. Hoy ya estamos desarrollando procesos. Intentemos que no se detengan; de lo 
contrario, volveremos a punto muerto. Acá no se trata de decir: "Veremos, si el país mejora". No; volvemos a 
punto muerto. Si hay algo que todos tenemos claro es que nuestros chicos no esperan. 


SEÑORA MAZZEI (Alex).- Quiero agradecer los comentarios que se han hecho con relación al instituto. 
Trabajamos con mucha dedicación, preocupación, profesionalismo y entusiasmo, sobre todo porque creemos 
que el instituto es un instrumento importante para el país. Quienes tenemos pasión por la educación y el 
compromiso social, como todos los que estamos aquí, lo hemos tomado con ese sentido. Gracias por los 
comentarios. 


El artículo 662 de la Ley N* 19,355, de diciembre de 2015, nos adjudica para el año 2017, $ 70.000.000, para 
el 2018, $ 70.000.000, para el 2019, $ 70.000.000 y para el 2020, como se repite el presupuesto, otros 

$ 70.000.000. Como muy bien decía la señora diputada Susana Montaner, esto no incluye los aumentos del 
costo de vida ni los aumentos salariales. 


En el presupuesto del año 2016 se abatió la cifra de $ 70.000.000 a $ 63.000.000. Ya les presentamos el 
estado de rendición del año 2016, en el que tenemos déficit. En 2017 tenemos $ 7.000.000 de abatimiento. En 
ese sentido, hemos hecho gestiones con el ministerio de Economía y Finanzas, donde nos han recibido 
preocupados por la situación, y hemos estado trabajando a nivel presupuestal a efectos de que, ante las 
diferencias salariales y algunas de esas cuestiones que no podamos resolver, pueda existir una adjudicación. 
Los años 2018, 2019 y 2020 no figuran en esta cuestión presupuestal, porque ya estaban aprobados por el 
presupuesto de diciembre de 2015. Como no se abatió ni se incrementó, quedó el mismo. 


Manifestamos a la señora ministra de Educación y Cultura, quien expresó mucho entusiasmo por esto, que 
tenemos necesidad de un censo en la educación media, de cuya importancia todos somos conscientes. Ese 
censo en la educación media, a la vez de los datos que arroja, genera una actitud diferente de todos, porque 
nos embanderamos, nos embarcamos en el asunto, y es una señal simbólica, además de un hecho técnico, 
para dar un sacudón a la educación. La señora ministra lo entendió así y, como explicaba recién el compañero 
Alejandro Maiche, nos parece que sería oportuno que se estableciera en un artículo de rendición de cuentas. 
Ella misma nos manifestó que sería importante que fuera una resolución política de país que esto figure en la 
rendición de cuentas, habilitando los censos de evaluación de la educación cada tres años. Desde ya, no 
tenemos problema de participar en la Comisión de Educación y Cultura, cuando se redacte algún instrumento 
de esta naturaleza. 


Para 2017 estamos gestionando con el ministerio un complemento que nos ayude a salir del problema, pero 
ya en 2018, como se terminaron las reservas, vamos a tener problemas, precisamente para poder hacer el 
censo. Las demás cosas se resuelven siempre de alguna manera. No olviden que como institución pública de 
derecho privado no podemos endeudarnos ni contraer préstamos BID, como se nos ha ofrecido. De manera 
que, para asegurar el censo, necesitamos $ 18.000.000 para los años 2018, 2019 y 2020. A efectos de 
considerar los incrementos de costo de vida, de acuerdo con las proyecciones, habría que agregar un 
complemento, a fin de poder mantener el mismo nivel de trabajo que venimos realizando. 


En cuanto a qué no se podría hacer, en caso de no recibir los recursos: el censo. Es una de las cosas que más 
nos preocupa. Tendríamos que tener eso resuelto ahora, para poder empezar a trabajar en todas las 
instituciones del país. Eso requiere mucho esfuerzo y trabajo. Como queremos hacerlo con bajos costos, 
estamos pensando en un sistema de contratación de aplicadores entre los estudiantes de formación docente y 
los estudiantes universitarios. Habría que hacer un convenio a fin de que esto les valga algún crédito para su 
propia carrera y que de algún modo esto abarate el procedimiento de aplicación y contribuya a formar gente 
en esta línea de trabajo. Esto lleva sus tiempos; deberíamos tener una resolución para poder mantenerlo. 


SEÑOR MAICHE (Alejandro).- Esta directiva está muy comprometida con no dejar de hacer ninguno de los 
estudios que estaban programados en el plan estratégico con el cual entramos. Inclusive sabiendo que muchas 
veces generamos fricciones en el equipo técnico -es evidente que hacer las mismas cosas con menos 
presupuesto no es algo muy auspicioso, fundamentalmente para quien tiene que ejecutarlo y no tanto para 


quien tiene que hacer que eso se realice-, es compromiso de esta directiva y de todos los funcionarios del 
Ineed no dejar caer ninguno de los proyectos planteados. Eso refiere al salto de los $ 70.000.000 a los 
$ 106.000.000 de presupuesto normal, que era lo planteado. 


Ahora, además de eso -parece que coincidimos con los señores diputados y con varios actores de la 
educación, por suerte-, pensamos que para varias cosas sería muy importante hacer un movimiento clave, 
estratégico, que es cambiar los términos muestrales, que son las pruebas de evaluación, por los términos 
censales e instaurar eso como política de Estado de aquí en más. Si eso es coincidente con la perspectiva de 
los señores diputados, pensamos que esto debería tener un presupuesto resguardado, aparte del presupuesto 
del Ineed, para que se ejecute de manera permanente en el sistema, gobierne quien gobierne. 


Esa es la propuesta que traemos, que hicimos a la ministra y que pretendemos plantear al país. Nos parece 
que es un proyecto país. 


SEÑOR CAYOTA (Pablo).- Respaldo lo que acaban de decir mis compañeros. Quiero agregar algo que ya 
saben: mantener los $ 70.000.000, objetivamente implica una rebaja del presupuesto del Ineed en los 
próximos tres años. Los compromisos salariales por consejos de salarios del sector con el cual trabaja el 
Ineed implican un aumento en los próximos tres años. Objetivamente, podríamos estar hablando, en caso de 
mantenerse los $ 70.000.000, de una rebaja real de los recursos. Más allá del compromiso que todos tenemos 
dentro del Ineed para sacar adelante todos los estudios planteados, no sería una buena señal para la educación 
y para la sociedad uruguaya que al Ineed se le rebajen los recursos. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Saludo a la comisión directiva del Ineed. 


Me uno a las varias expresiones de satisfacción por el trabajo realizado. Tuvimos oportunidad de leer el 
informe días antes de que comenzara nuestro trabajo aquí, en esta Comisión. Recalco la importancia que 
tiene la evaluación para el país y para la educación pública, con los conceptos que hemos manejado, que 
están en la presentación de hoy y que han agregado los integrantes de la comisión directiva. 


Como se ha dicho, la institución se formó a partir de la ley de educación. En el presupuesto del año 2015, a 
través del rubro Subsidios y Subvenciones de la unidad ejecutora ministerio de Educación y Cultura, se 
planteó una asignación presupuestal permanente desde el 2017 hasta el año 2019, replicada al 2020. Es la 
misma situación del Pedeciba. Acá se decía que el Ineed no tiene la facultad de presentar, como un Inciso de 
un ente autónomo o servicio descentralizado, un presupuesto propio, sino que lo hace a través del rubro de 
'Subsidios y Subvenciones' en la figura del Ministerio de Educación y Cultura, que tiene que proveer los 
fondos necesarios para ello. 


Entonces, al no haber iniciativa del Poder Ejecutivo en este sentido, lo que nos queda es conversar con el 
Poder Ejecutivo a fin de buscar reasignaciones que posibiliten cubrir los faltantes de fondos para el 
presupuesto normal y evaluar la partida extraordinaria para realizar el censo. Luego, esa partida 
extraordinaria podrá transformarse en permanente si existe la norma correspondiente. Para ello, seguramente, 
el próximo año, tendremos la Rendición de Cuentas en la que se terminará de conformar la propuesta de este 
quinquenio de gobierno. Pero, para ahora, para el año 2018, necesariamente, debemos replantearnos con el 
Poder Ejecutivo la posibilidad de reasignaciones para reforzar el rubro subsidios y subvenciones, en 
particular, para este organismo. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Yo no tengo la formación de contador ni la experiencia parlamentaria 
del diputado Asti, pero soy consciente de que no tiene que venir un Inciso; usé esa palabra para que todos nos 
entendiéramos en el sentido de que esté discriminado, porque cuando vienen subsidios y subvenciones -que 
me corrija otra vez el señor diputado Asti si me equivoco-, como sucede con el Plan Ceibal, viene en el 
proyecto de Presidencia en el Capítulo de 'Subsidios y Subvenciones' con la cifra global. Nos ha pasado, por 
ejemplo, en la anterior Rendición de Cuentas, que hemos preguntado sobre la desagregación de la cifra y no 
se nos respondió por parte de las autoridades del ministerio y de la OPP. 


En esa instancia no estaba referido al Ineed sino al Plan Ceibal, pero ya que ustedes están aquí, me gustaría 
que nos clarificaran este aspecto, porque, después, en los otros capítulos, no se desagrega. 


SEÑOR ASTI.- Dado que fui aludido directamente por la señora diputada Bianchi Poli, quiero aclarar que yo 
no estoy acá en esta comisión para enseñar a los demás legisladores. Solo aclaré que el Ineed se comunica 


con el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Educación y Cultura; no es un órgano de presidencia o está 
en esa Órbita como lo está el Plan Ceibal. Por lo tanto, corresponde, al igual que el Pedeciba -que puse como 
ejemplo porque tiene más historia-, que el rubro para el Ineed figure en el mismo lugar hasta en el mismo 
artículo en que aparecen los recursos que se asignó al Pedeciba. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- No me sentí aludida; siempre agradezco cuando aprendo. Lo que digo 
es lo siguiente. 


Cuando nos enfrentamos a una persona pública de derecho privado, tenemos problemas, porque rige el 
derecho privado. Yo no estoy de acuerdo con el invento este de que el Estado se haya llenado. Lamento decir 
algunas cosas que podría decirlas en otro ámbito, pero si me lo plantean ahora acá, lo digo acá. Ese es el 
tema. Para nosotros, los legisladores, cuando nos topamos con una persona pública de derecho privado, no 
tenemos manera de saber muchas cosas. Entonces, reitero que tenerlos a ustedes acá, con la apertura con la 
que se han manifestado y la capacidad técnica que todos hemos reconocido, preguntamos, porque, si al 
Estado no se le hubiera ocurrido llenarlo de personas públicas de derecho privado, no hubiese sido necesario 
hacer determinadas preguntas. 


SEÑOR SANTOS (Limber).- Aunque los compañeros lo han dejado bien en claro, cabe reiterar que esta 
solicitud de los $18.000.000 tienen un fin muy específico y concreto, que tiene que ver con el censo en la 
educación media en el 2018, como el inicio de un proceso donde se consolide un sistema nacional de 
evaluación de logros educativos que pueda permear no solamente en el sistema educativo y sus actores sino, 
también, en la sociedad en su conjunto por lo que decíamos de generar la cultura de la evaluación de manera 
permanente, que mucho nos falta en el país. 


Por lo tanto, cuando nos preguntan qué cosas se verían resentidas si no tenemos esos recursos, queremos ser 
claros: no estamos amenazando que vamos a dejar de hacer las cosas que venimos haciendo, sino que, por el 
contrario, haremos todos los esfuerzos a fin de que el Instituto pueda cumplir con las cosas en las que nos 
hemos comprometido en nuestro plan estratégico. Eso se va a hacer, aun cuando mantener el presupuesto 
actual implicará, necesariamente, una reducción de recursos por lo que ya hemos comentado. Aun así, se 
extremarán las medidas internas y el funcionamiento del Instituto por el compromiso, no solamente de la 
comisión directiva, sino también -como ya se dijo- de los funcionarios del Ineed para que las cuestiones 
comprometidas se sigan realizando. Hay algunas cuestiones comprometidas que tienen marco legal como es, 
por ejemplo, la realización del informe que tendrá una próxima edición, ya que está plasmado en la propia ley 
de educación 


Hay otras cuestiones que forman parte de nuestro plan que se van a cumplir. 


Lo que estamos planteando es que el país está necesitando de este plus, generar no solamente una marca 
simbólica, sino que práctica y efectiva que genere insumos para la toma de decisiones. Eso se llama censo, y 
el censo no se va a poder realizar si no contamos con esos recursos extras. Es claro: lo que no se va a poder 
realizar es el censo. Marcamos nuestra postura técnica y política -en ello estamos todos de acuerdo en la 
directiva- en el sentido de que el censo es algo que el país lo está necesitando, no como un mero instrumento, 
sino como algo que va más allá de lo instrumental que tiene que ver con generar una atmósfera distinta en 
relación a la mirada que Uruguay tiene que empezar a construir en cuanto a los temas educativos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que ha quedado absolutamente claro lo que el Instituto nos planteó, los 
proyectos que tiene y lo que necesita. Con lo dicho por el señor diputado Asti también quedó claro lo que 
nosotros tenemos que tratar de buscar para ayudar en lo que el Ineed está necesitando. 


SEÑORA MAZZEI (Alex).- Solamente queremos agradecer la forma en que la comisión nos recibió y decir 
que estamos a disposición para compartir nuestros informes, nuestro trabajo y escuchar, también, las 
propuestas de necesidades que puedan encontrar los legisladores desde otra dimensión de país, que podamos 
estudiar. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Gracias por vuestra presencia. 


Se pasa a intermedio hasta la hora 15. 


(Es la hora 13 y 8) 
-Continúa la sesión. 
(Es la hora 15 y 3) 


—La Comisión de Presupuestos integrada con Hacienda tiene el gusto de recibir a una delegación de la Corte 
Electoral, integrada por los doctores José Arocena y Wilfredo Penco, presidente y vicepresidente 
respectivamente, por los ministros, licenciado Arturo Silvera, doctores Washington Salvo Stotz, Gustavo 
Silveira y Alberto Brause, señora Sandra Etcheverry, y señores Wilfredo Giménez y Pablo Klappenbach, por 
la doctora Martina Campos y por el doctor Felipe Schipani Larrauri, secretarios letrados, por la contadora 
Beatriz Barbato y por el contador Marcelo Rubio, del departamento contaduría, por la señora Silvina Soasa, 
de la Oficina Nacional Electoral y por el señor Fernando Pereira. 


Recibimos a los invitados con todo gusto para que nos expongan cuanto quieran decir con respecto a la 
Rendición de Cuentas y les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR AROCENA (José).- En esta intervención voy a resumir los aspectos principales del proyecto de 
Rendición de Cuentas que ha sido presentado por la Corte Electoral. 


El articulado contiene cuatro artículos: dos con costo y dos sin costo: voy a hacer referencia brevemente a 
cada uno de ellos y después, obviamente, responderemos las preguntas de los señores representantes. 


El primer artículo plantea un problema que ha presentado la Corte en rendiciones de cuentas anteriores y que 
hoy estamos reiterando, otorgándole una particular relevancia. Se trata del rubro correspondiente a los gastos 
de funcionamiento. En los fundamentos de este artículo, se puede ver que en el largo período de dieciocho 
años transcurridos desde la última vez en que se actualizó este rubro, no ha habido ninguna adaptación a la 
variación del Índice de Precios al Consumo, IPC. Obviamente, en ese período han aumentado los gastos de 
funcionamiento, tal como se reseña en los fundamento del artículo. 


Se señala, por ejemplo, la derogación de la franquicia postal y los gastos en sistemas de seguridad electrónica 
que se ha debido instalar: no los voy a detallar; están más explicitados en la fundamentación. Y quiero 
destacar que el 20% correspondiente a los gastos de mantenimiento del sistema informático diseñado y 
desarrollado por UTE-Conex es un porcentaje del total del rubro de gastos de mantenimiento. Este 
mantenimiento llevado adelante por UTE-Conex se actualiza semestralmente en función de una fórmula 
paramétrica que se aproxima al incremento por IPC. Insisto en que en estos dieciocho años ha habido 
variación en este rubro por adaptación al Índice de Precios al Consumo. 


Es muy fácil comprender que un organismo en el que aumentan de manera importante los gastos sin que se 
actualice el rubro destinado a financiarlos está destinado a caer en un creciente déficit presupuestal. Es lo que 
está sucediendo en la Corte Electoral, que no ha tenido más remedio que suspender servicios de 
mantenimiento de varios equipos: aparatos de aire acondicionado, fotocopiadoras, equipos informáticos. 
También ha tenido que limitar servicios de vigilancia y otros rubros; por ejemplo, la Corte Electoral hoy no 
tiene recursos para los uniformes de los funcionarios. 


Obviamente la Corte no financia viajes al exterior -que no se realizan, salvo que el viaje y la estadía estén 
financiados por la institución o por el país que invita-, lo que también forma parte del rubro de gastos 
generales. 


Me he referido exclusivamente a los gastos de funcionamiento porque considero que es el rubro que debe ser 
contemplado más urgentemente, pero está demás decir que esta problemática incide sobre todas las áreas de 
la Corte Electoral. 


Permítaseme concluir la breve presentación de este artículo, manifestando nuestros temores en el sentido de 
que la crisis de financiamiento que padece la Corte en este rubro tenga alguna repercusión indeseada en los 
procesos electorales que tendrán lugar dentro de dos años. 


En el artículo 2”, la Corte plantea otra necesidad que también condiciona todo el funcionamiento del 
organismo, que ya hemos planteado en el presupuesto y en las rendiciones de cuentas anteriores: se trata del 


departamento de personal, cuyas funciones no tienen en cuenta la atención integral al funcionario. 


En el fundamento del artículo correspondiente hay una lista de funciones y de tareas que deberían 
contemplarse en una dependencia moderna de gestión humana y que no se pueden atender con la estructura 
actual del departamento de personal. Pediría que se leyera atentamente esa lista, porque se trata de funciones 
de primera importancia para el organismo y para corregir esta situación es necesario emprender una reforma 
de base de este departamento. No es posible contar con un funcionario integralmente comprometido con su 
trabajo, si el organismo no cumple al menos con los temas que se señalan en el fundamento del artículo. 


Para procesar estos cambios, es necesario contar, por un corto período, con un asesor en gestión humana. La 
Corte tiene un convenio con la Oficina Nacional del Servicio Civil que permitiría una contratación, con una 
pequeña erogación, que se estima en ese artículo en algo más de $ 700.000. Esta sería una erogación por 
única vez. Las consecuencias de esta inversión porque eso es lo que estamos proponiendo en este 
artículo: una inversión- es que la calidad de la atención al funcionario, seguramente, se vería mejorada a 
corto y mediano plazo. 


El tercer artículo contiene una pequeña modificación de la redacción del segundo inciso del artículo 656 de la 
Ley N* 18.719 que se refiere a los gastos que demanda la informatización del registro cívico. Se solicita 
mejorar la redacción de ese inciso, dando mejor cuenta de lo que ya hace la Corte Electoral cuando comunica 
a la Contaduría General de la Nación la distribución de la partida correspondiente a esta informatización del 
registro cívico. Esta distribución se realiza entre los conceptos de remuneraciones personales y otros gastos. 
Parece necesario que se determine en este inciso esta división en la rendición de cuentas a la Contaduría 
General de la Nación, ya que no está claramente expresado. Obviamente, este tercer artículo no tiene costo. 


El cuarto artículo se refiere a los contratos de trabajo que la Corte necesita realizar para reorganizar el área 
informática del organismo. Para este fin se utilizarán los criterios vigentes que tiene la Corte Electoral en los 
tres objetos del gasto detallados en el artículo. Esta norma tampoco tiene costo. 


En cuanto al trámite que se siguió, quisiera aclarar que el Ministerio de Economía y Finanzas solicitó a la 
Corte el envío de los dos artículos sin costo, de manera de integrarlos en el Mensaje que enviaría al 
Parlamento. Cuando el ministerio recibió el texto del artículo, optó por consultar a la Oficina Nacional del 
Servicio Civil sobre su redacción, que rápidamente le respondió que la solicitud de la Corte se enmarca en el 
artículo 92, del Título III, de la Ley N* 19.121, relativa al estatuto del funcionario público, de 20 de agosto de 
2013. Ahora bien, la respuesta de la Oficina Nacional del Servicio Civil llegó después de que el Ministerio de 
Economía y Finanzas presentara la Rendición de Cuentas al Parlamento. Por lo tanto, no vino en el Mensaje 
del Poder Ejecutivo. Esta es la explicación por la cual el artículo 4* no integra el Mensaje, más allá de que el 
Ministerio de Economía y Finanzas lo recibió como un artículo sin costo. 


En anteriores rendiciones de cuentas, y en particular en la del año pasado, la Corte dio cuenta de la forma en 
que venía financiando a los profesionales contratados en el área informática. Se informó, entonces, que a 
partir de junio de año 2016, esos profesionales no serían más financiados con cargo al rubro de gastos de 
funcionamiento, por las razones que expuse cuando planteé el primer artículo: el rubro de gastos de 
funcionamiento ya no era suficiente para financiar a estos profesionales, por lo cual sus remuneraciones 
fueron con cargo a los fondos de libre disponibilidad, proventos. Entonces, a fines del año 2016 se previó que 
a mediados de 2017 se produciría la finalización de estos contratos, por no contar con recursos suficientes, ya 
que los fondos de libre disponibilidad no alcanzan. 


En este primer semestre de 2017 la Corte Electoral se vio abocada a pensar en la nueva situación que estaba 
planteando esta dificultad de financiación de los profesionales informáticos. La Corte resolvió, entonces, 
solicitar asesoramiento a la Facultad de Ingeniería de la Universidad de la República sobre diagnóstico y 
diseño del centro de cómputos. 


A fines de 2015 la Corte había firmado un convenio marco con la Universidad de la República que le 
permitía plantear convenios específicos con las distintas facultades e institutos de la Universidad. Se firmó 
entonces, un convenio con la Facultad de Ingeniería que permitió el trabajo en la Corte de seis ingenieros 
especialistas en la temática del diseño de unidades informáticas en organizaciones. 


Actualmente, la Corte cuenta con el informe del equipo de ingenieros que está siendo analizado. En esta 
perspectiva, las contrataciones que la aprobación de este artículo hará posibles se concretarán de acuerdo a lo 


que la Corte resuelva, teniendo en cuenta lo que aportó la Facultad de Ingeniería, pero también integrando a 
ese análisis las características peculiares de la Corte Electoral y su perfil constitucional y legal. 


Lo último que quisiera decir es que, en el marco de la planificación 2017-2020, se están llevando adelante 
varias acciones tendientes a organizar y prever desde ya, las distintas fases preparatorias del período 
electoral, así como continuar desarrollando el proceso inscripcional. El plan define metas y objetivos a 
alcanzar y, al mismo tiempo, plantea la ejecución de los cambios necesarios en la gestión de la Corte, de 
manera de poder cumplir mejor con su misión. 


En 2015 se implementó el sistema de gestión integral, SAP, en base a módulos informáticos. Este año 2017 
se está realizando un diagnóstico y una propuesta de rediseño del sector informático de la Corte, como acabo 
de informar. También en 2017, en convenio con Agesic, se comenzó el proceso de implementación del 
expediente electrónico. 


Termino diciendo que la modernización de la gestión de la Corte es un proceso de mediano plazo que ya ha 
comenzado hace algunos años. Dada la relevancia de la Corte Electoral en el pleno desarrollo de nuestra 
democracia, es necesario actualizar su modo de funcionamiento, mejorar sus prestaciones y mantener las 
garantías que han sido características de nuestros procesos electorales. A esos objetivos se orienta lo que esta 
propuesta de cuatro artículos se está planteando en la presente rendición de cuentas. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Voy a ser breve porque, lamentablemente, tenemos poco tiempo para las 
preguntas. Por lo tanto, me disculpo con la Corte Electoral. Además, debería avergonzarnos la circunstancia 
de que, dada su jerarquía internacional, no tuviéramos la oportunidad de recibirla con más tiempo porque, sin 
duda, hay muchos temas sobre los cuales profundizar con ella. 


A pesar de que el articulado y las explicaciones del señor presidente de la Corte Electoral disparan una serie 
de interrogantes voy a hacer una sola consulta con relación al primer artículo que explicó, así doy paso a mis 
colegas para que puedan consultar sobre los otros aspectos. 


Aprovecho que está la Corte presente, para decir que en el ámbito de la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración, por razones de competencia residual, si se quiere -aunque más no 
sea-, también recae la legislación electoral y el análisis de todos los aspectos vinculados con el sistema 
electoral, por lo que con el diputado Lafluf hemos desencadenado un proceso de análisis que, en algún 
momento, implicará la posibilidad de visitarlos y conversar con los ministros sobre temas vinculados con el 
sistema electoral y las garantías electorales. 


Hace pocos días tomó estado público un asunto vinculado con un convenio que firmó la Corte Electoral con 
el Ministerio del Interior, que suscitó algún tipo de polémica pero que, por supuesto, no es tema para la 
instancia de hoy, que es de naturaleza presupuestal. 


A mí me preocupó mucho la afirmación del presidente de la Corte, con relación al artículo 1%, cuando al 
término de su fundamentación expresó y dejó constancia de que la circunstancia de que no prosperase este 
artículo o solicitud de refuerzo presupuestal para financiar gastos de funcionamiento, eventualmente pudiera 
tener efecto o impacto en el propio desarrollo del proceso electoral próximo y del sistema electoral en 
particular. Me parece que esa afirmación no puede ser pasada por alto y descuento que no es una afirmación 
caprichosa y que el presidente Arocena cuando expresa esas palabras lo hace absolutamente consciente. 
Quisiera obtener sobre eso algún tipo de precisión adicional, porque una cosa es que la Corte en su mensaje 
incluya la propuesta de un refuerzo presupuestal para gastos de funcionamiento y otra bien distinta es que 
incluya en su propuesta una solicitud de refuerzo presupuestal pero que, además, ese refuerzo presupuestal 
resulte esencial e indispensable para que las elecciones nacionales y departamentales se puedan desarrollar 
con absoluta normalidad. Así que, aunque pueda ser muy abstracta mi pregunta, esa es la que quiero formular 
en primer término. Creo que haríamos muy mal los legisladores si dejáramos pasar por alto esa afirmación. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Mi pregunta es de carácter general y no está referida al articulado, sino a en 
qué situación está el proceso de digitalización que en la Corte se ha llevado adelante, producto de que, en 
varias oportunidades, en el Parlamento, en este período y en el anterior, se votaron partidas especiales para 
dicho proceso. Quisiera saber qué grado de avance hay al respecto, si la Corte está pensando o trabajando en 
utilizar nuevamente mecanismos tecnológicos en la próxima instancia electoral nacional que se avecina para 
la trasmisión de datos, especialmente en lo que tiene que ver con la trasmisión que se realiza entre las mesas 


receptoras de votos y los centros de escrutinio, de cómputos, y si sigue habiendo partidas o presupuesto para 
atender esas necesidades. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Mi pregunta no es sobre el artículo que viene del Poder Ejecutivo ni 
tampoco sobre lo presentado por la Corte Electoral, sino sobre el artículo 10 de la rendición de cuentas por el 
que se sustituye el artículo 11 de la Ley N*18.362 que dice: "Las convocatorias o llamados que realicen los 
organismos estatales para el desempeño en la Administración Pública [...]" -e incluye a la Corte Electoral en 
la forma de definición- "cualquiera fuera la naturaleza y el término del vínculo a establecerse, deberán ser 
publicados en el portal del Sistema de Reclutamiento y Selección de Personal [...]". 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Mi pregunta iba en el sentido de la que acaba de hacer el señor diputado 
Lafluf. Voy a abundar en ella. 


La Corte Electoral tiene un procedimiento especialísimo para la designación de sus funcionarios que, en 
definitiva, tienen que provenir por designación de los partidos políticos. Es muy buena la pregunta del 
diputado Lafluf para ver qué grado de aplicabilidad tiene este artículo 10 en cuanto a la posibilidad de 
efectuar esa comunicación y la publicación respectiva. 


SEÑOR AROCENA (José).- Voy responder la primera pregunta y luego le voy a ceder el uso de la palabra al 
vicepresidente para que responda sobre la segunda y la tercera. 


Con respecto a la pregunta del diputado Abdala sobre las consecuencias de los problemas del rubro gastos de 
funcionamiento en el proceso electoral quiero decir que el proceso electoral no dura estrictamente un año y 
medio. El proceso electoral comienza un año, un año y medio o dos antes de producirse propiamente, 
momento en que en la Corte hay especial tensión en su funcionamiento para poder cumplir con un 
organigrama y con un cronograma muy exigentes. Si el problema de funcionamiento, las limitaciones que 
tenemos en materia de mantenimiento, de seguridad y financiación del propio registro cívico se mantienen -y 
con las actuales cifras se mantendrían porque está congelada la cifra de aportes para el rubro correspondiente 
y aumentan incesantemente los costos por IPC-, va a tener influencia. Ojalá que no sea así, pero tenemos 
temor de que este funcionamiento se dificulte cada vez más, sobre todo en momentos en que vamos a 
necesitar que sea muy ágil, teniendo que responder a preguntas permanentemente. Tenemos temor de que no 
nos dé la posibilidad de acudir a un financiamiento que justifique ese tipo de funcionamiento. 


Nosotros sabemos que en el proceso electoral el Poder Ejecutivo suele reforzar el rubro. Indudablemente, 
debemos tener en cuenta que es para el proceso electoral, pero yo señalo que los dos años anteriores también 
son fundamentales para el proceso electoral. Esta es la respuesta que puedo dar en términos muy genéricos. 


SEÑOR PENCO (Wilfredo).- Con respecto al proceso de digitalización del registro cívico, en particular del 
registro electoral al que hace referencia el artículo 656 que, precisamente -como está mencionado en el 
proyecto que estamos proponiendo-, tiene que ver con la redistribución de los montos con que cuenta la 
Corte Electoral a los efectos de avanzar con este proceso, diría que los avances son significativos y que, si se 
comparan los trámites inscripcionales del período anterior a esta altura con los que actualmente se vienen 
registrando, los aumentos son muy significativos. Esto incide a través de las llamadas mesas móviles, que no 
solo se desplazan los fines de semana en las localidades del interior de cada departamento, sino que también 
ahora, con los procesos on line, se permite que durante la semana, en el interior y también en Montevideo, se 
puedan desplazar en distintos lugares de cada uno de los departamentos. Todo esto incide en el aumento del 
trámite inscripcional y en la posibilidad de contar con la hoja electoral digitalizada que es lo que habilita a 
contar con la fotografía del elector on line. A su vez, esto trae consecuencias respecto de posibles 
informatizaciones en futuros procesos electorales. 


En esta materia podemos decir que se sigue avanzando -este es un proceso prácticamente permanente- y que 
las partidas que el Parlamento votó en su oportunidad son muy útiles, son fundamentales en tal sentido. 


Por supuesto que la Corte aún no ha definido -está en ese proceso- respecto de la incorporación de tecnología 
en futuros actos electorales. Podemos hacer una perfecta discriminación entre lo que podemos llamar la 
administración de la jornada electoral, por un lado, y la trasmisión de resultados, por otro. Por ejemplo, con 
relación a la administración de la jornada electoral, el hecho de contar con un registro electoral informatizado 
y de que el miembro de mesa pueda contar con una pantalla y traer inmediatamente la hoja electoral -con la 
digitación de la serie y número del elector, es decir, la fotografía del elector y el nombre completo con su 


serie y número- permite que se vaya elaborando la propia nómina ordinal de votantes, lo que también va a 
tener gran importancia en los procesos postelectorales, sobre todo, en la elaboración de las nóminas de no 

votantes que a veces ha llevado semanas y meses de trabajo, todo lo cual podría reducirse a pocas horas de 
labor en esta materia. 


Lo que llamamos proceso de administración de la jornada electoral es un tema que la Corte Electoral está 
estudiando. También se está estudiando lo relativo a la eventual trasmisión de resultados electorales. 
Precisamente, hemos planteado la necesidad de definiciones en el correr de este año porque estamos 
prácticamente a dos años del primer acto del proceso electoral nacional, que son las elecciones internas de los 
partidos políticos, es decir que estamos en tiempo para adoptar esas definiciones e instrumentarlas. 


A esos efectos tenemos que contar con apoyos de otras instituciones del Estado con las cuales estamos en 
contacto y seguramente avanzaremos al respecto. 


En lo que dice relación con el artículo 10 del proyecto de rendición de cuentas a consideración del 
Parlamento, que incluye a la Corte Electoral entre los organismos que tienen la obligación de publicar los 
llamados a concurso, se examinó el tema y llegamos a la conclusión de que ese artículo, en todo caso, debe 
ser leído a la luz de lo que dispone el artículo 59 de la Constitución de la República que establece que, con 
relación al Estatuto del Funcionario Público, también abarca a la Corte Electoral y sus dependencias sin 
perjuicio de las reglas destinadas a asegurar el contralor de los partidos políticos. 


Por lo tanto, la Corte Electoral tiene una forma de ingreso de sus funcionarios a partir de la propuesta que 
realizan los partidos políticos, de los candidatos a ingresar a la Corte como tales. Por supuesto que todos ellos 
deben cumplir con una prueba de ingreso -no es un ingreso directo-; de esa manera, en cada oportunidad, la 
Corte fija las reglas para que ese ingreso se haga efectivo. 


Desde nuestro punto de vista, esas características peculiares de ninguna manera contradicen la posibilidad de 
su publicidad, porque una cosa es la publicación, la publicidad del llamado y otra es que ese llamado sea 
necesariamente abierto. En el caso de la Corte Electoral, lo que rige es el artículo 59 de la Constitución y el 
contralor de los partidos políticos que se expresa a través de la declaración de filiación partidaria de todos y 
cada uno de los funcionarios que integran el organismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda agradece la presencia 
de la delegación de la Corte Electoral. Eventualmente, estaremos en contacto para solicitar alguna aclaración. 


(Se retira de sala la delegación de la Corte Electoral) 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Quiero dejar una constancia que no es menor y que, además, evidentemente 
tiene consecuencias de carácter político, por lo que queremos que quede debidamente acreditada en la versión 
taquigráfica. 


En el día de ayer, el señor director de la Oficina Nacional del Servicio Civil, justificando la redacción de un 
artículo, que permite el reingreso de funcionarios destituidos a la Administración Pública, una de las 
argumentaciones con las que sostuvo la eventualidad de que ese artículo fuera aprobado, era que había sido 
consultada la Suprema Corte de Justicia y contaba con la opinión favorable de dicha institución. 


En el día de hoy se ha conocido un desmentido del presidente de la Suprema Corte de Justicia que expresa 
que ese organismo jamás fue consultado sobre ese tema y que allí tienen opinión contraria en cuanto a la 
posibilidad del reingreso de funcionarios públicos destituidos. A la vez, abona la tesitura que nosotros 
esgrimimos en la mañana de ayer acerca de las dificultades que el Estado tiene para destituir funcionarios, y 
lo argumenta sobre el Poder Judicial y la destitución de jueces. De manera que se manifestó en contra de ese 
artículo -lo que ya es un tema absolutamente anecdótico-, pero quería dejar esta constancia porque no me 
parece un hecho menor que el señor director de la Oficina Nacional del Servicio Civil haya recibido un 
desmentido del presidente de la Suprema Corte de Justicia acerca de una argumentación que ayer nos 
brindara a la Comisión en ocasión de su visita. 


Esta era la constancia política que queríamos hacer en nombre del Partido Nacional, manifestando nuestra 
profunda preocupación por la situación que se generó con relación a dicha aseveración y posterior 
desmentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda hecha la constancia. 


De cualquier manera, la Presidencia realizará los contactos pertinentes porque debemos considerar las 
versiones de prensa como tales y nos parece importante traer información de primera mano que podrá 
verificar o no lo aparecido en la prensa. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Sería bueno enviar la versión taquigráfica al señor director de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil. 


También quiero dejar constancia, porque nobleza obliga, de que no me enteré de esto por un comunicado de 
prensa sino por un wasap enviado por parte del presidente de la Suprema Corte de Justicia a varios señores 
legisladores que me constan que lo han recibido. Pongo dicho wasap a disposición de la Comisión o de 
quienes no lo haya recibido con el objeto de que todos puedan poseer la misma información que ameritó esta 
intervención. 


Nada más, señor presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro que, personalmente, no recibí ese wasap. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 43) 
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